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Impuesto sobre transmisiones patrimoniales onerosas y actos 
jurídicos documentados

ELEVACIÓN DE CONTRATO PRIVADO DE COMPRAVENTA A ESCRITURA PÚBLICA. 
(CONSULTA Nº V1952-12 DE 10 DE OCTUBRE DE 2012 DE LA DGT)

De no concurrir alguna de las circunstancias expresadas en el artículo 1.227 del Código Civil con anterio-
ridad a la elevación a público del documento privado, la fecha de la elevación a escritura pública deberá 
considerarse la fecha de la transmisión, la cual determinará, además, la fecha del devengo del impuesto y, por 
tanto, de las condiciones de la liquidación que proceda por el acto o contrato incorporado al documento en 
cuestión, base imponible, tipo y demás elementos constitutivos de la obligación tributaria. 

En caso que se cumpliera alguna de las circunstancias del artículo 1.227 del Código Civil, y hubieran 
pasado más de cuatro años desde que se produjo esa circunstancia, la elevación a escritura pública no estará 
sujeta al ITPAJD por haber prescrito el Impuesto. 

Por la documentación aportada no se puede determinar dicha circunstancia porque solamente ha aportado 
el recibo del Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI) del último año; pero se le informa que si la vivienda está 
registrada en el Catastro, que es la base del IBI, a nombre del adquirente hace más de cuatro años, se produ-
cirá la prescripción del impuesto.

ABSORCIÓN DE UNA SOCIEDAD POR LA QUE EL SOCIO MAYORITARIO DE LA SOCIEDAD
ABSORBENTE DISMINUIRÍA SU CONTROL SOBRE LA ENTIDAD.
(CONSULTA Nº V1963-12 DE 11 DE OCTUBRE DE 2012 DE LA DGT) 

El socio mayoritario no obtiene una posición de control que no tuviera ya con anterioridad, ni tampoco se 
produce un aumento de la cuota de participación, sino que, por el contrario, tiene lugar una disminución de 
esta que pasa del 74,461% al 58,689%, por tanto, en el supuesto que se examina no concurren los requisitos 
exigidos en el apartado 2.a) del artículo 108 de la Ley 24/1988 para que proceda la tributación de la operación 
planteada por la modalidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas del ITP y AJD, por lo que a la referida 
operación le es de aplicación la exención prevista en el artículo 45.I.B.9 del Texto Refundido del Impuesto.

ABSORCIÓN DE UNA SOCIEDAD POR OTRA SIN QUE LA ENTIDAD ABSORBENTE LLEVE A CABO
UNA AMPLIACIÓN DE CAPITAL. (CONSULTA Nº V1976-12 DE 15 DE OCTUBRE DE 2012 DE LA DGT)

En principio sería aplicable el gravamen regulado en el artículo 108.2.a) de la LMV, sin embargo, en este 
caso, dado que el control se obtendría mediante la adquisición de valores en el mercado secundario y no en 
el primario, resultaría aplicable la regla general y no la especial, es decir, que la operación no tributaría por la 
modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas del ITPADJ.
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DONACIÓN DE PARTICIPACIONES EN UNA MERCANTIL, CUYO ACTIVO ESTÁ CONSTITUIDO
MAYORITARIAMENTE POR INMUEBLES UBICADOS EN ANDALUCÍA Y RESIDIENDO LOS
DONATARIOS EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MADRID. (CONSULTA Nº V1982-12 DE 16 DE 
OCTUBRE DE 2012 DE LA DGT)

A juicio de este Centro Directivo, la interpretación que debe darse a la regla del artículo 32.2.b), párrafo 
segundo, de la Ley 22/2009, según la cual tendrán la consideración de donaciones de bienes inmuebles las 
transmisiones a título gratuito de los valores a que se refiere el artículo 108 de la LMV es que tal considera-
ción de bienes inmuebles de los valores donados requiere que se cumplan todos los requisitos necesarios para 
la aplicación del apartado 2 del artículo 108 de la LMV. 

Es decir, que la consideración de bienes inmuebles de los valores no sólo no es aplicable a los valores en 
general, a los que se refiere el apartado 1 del artículo 108, sino que tampoco se aplicará a los valores descritos 
en el apartado 2 del artículo 108 (“valores de sociedades cuyo activo esté constituido al menos en un 50 por 
100 por inmuebles situados en territorio español, o en cuyo activo se incluyan valores que le permitan ejercer 
el control en otra entidad cuyo activo esté integrado al menos en un 50 por 100 por inmuebles radicados 
en España”) si, por las características de la operación, no resulta efectivamente aplicable la regla especial 
del apartado 2 del artículo 108 de la LMV, según la cual será necesario, además, que como resultado de la 
transmisión o adquisición, el adquirente obtenga una posición tal que le permita ejercer el control sobre esas 
entidades o, una vez obtenido dicho control, aumente la cuota de participación en ellas, circunstancias que 
quedan descartadas conforme a los términos del escrito de consulta. 

Por lo tanto, en el caso objeto de consulta, dado que la donación de participaciones que se pretende realizar 
ni se lleva a efecto en los mercados secundario ni primario en los términos previstos en el precepto y apartado 
reproducido ni alcanza el porcentaje exigido del capital social, no resultará aplicable la regla prevista en el 
artículo 24.2.b), de la Ley 21/2001, referida a bienes inmuebles, sino, tal y como antes se apuntaba, la de la 
letra c) de dicho artículo y apartado, relativa a bienes muebles. 

En consecuencia, la donación de las participaciones sociales se regirá por la normativa aprobada al respecto 
por la Comunidad Autónoma de Madrid.

ADQUISICIONES DE OBJETOS Y JOYAS DE ORO A PARTICULARES POR PARTE DE UN 
EMPRESARIO. (CONSULTA NºV2131-12 DE 7 DE NOVIEMBRE DE 2012 DE LA DGT)

La delimitación entre el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) y ITPAJD debe 
realizarse atendiendo exclusivamente a la condición del transmitente. 

Habrá que determinar en cada caso concreto si el transmitente de un bien o derecho ostenta la condición 
de empresario o profesional y si dicha transmisión se ha realizado en el ejercicio de su actividad empresarial 
o profesional. Si concurren ambos requisitos, de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 37/1992, la 
operación quedará sujeta al IVA. 

En tal caso, se aplicarán las reglas de este impuesto, de modo que es sujeto pasivo el empresario o profesio-
nal que efectúa la entrega de bienes o prestación de servicios sujeta, debiendo necesariamente repercutir el 
importe del impuesto sobre aquel para quien se realice la operación gravada que queda obligado a soportarlo 
todo ello conforme a lo establecido en los artículos 84 y 88 de la Ley 37/1992. 

Resulta a estos efectos indiferente que el adquirente ostente la condición de particular o bien de empresario 
o profesional. 

En definitiva, la delimitación entre estos dos tributos se realiza atendiendo a la condición del transmitente 
del bien o derecho, de modo que según sea particular o empresario- profesional, sus transmisiones quedarán 
sujetas al ITPAJD o bien al IVA, siendo irrelevante a los efectos de determinar el tributo aplicable a la con-
dición jurídica del adquirente de los bienes o derechos. 

No resulta admisible el criterio que pretende delimitar ambos impuestos atendiendo a la condición del 
adquirente del bien o servicio, en la medida en que el mismo carece de apoyo normativo, al no estar recogido 
en las leyes y reglamentos del IVA y del ITPAJD. 

Por el contrario, dichas normas sostienen claramente un criterio bien distinto. 
Respecto al tipo de gravamen, el artículo 11.1 del texto refundido del ITPAJD establece que: 
“1. La cuota tributaria se obtendrá aplicando sobre la base liquidable los siguientes tipos, sin perjuicio de lo 

establecido en el artículo siguiente: 
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Si se trata de la transmisión de bienes muebles o inmuebles, así como la constitución y cesión de derechos 
reales que recaigan sobre los mismos, excepto los derechos reales de garantía, con el tipo que, conforme a lo pre-
visto en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del 
nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía, haya sido aprobado por la Comunidad Autónoma. Si la Comunidad Autónoma no hubiese 
aprobado el tipo a que se refiere el párrafo anterior, se aplicará el 6 por 100 a la transmisión de inmuebles, 
así como la constitución y cesión de derechos reales sobre los mismos, excepto los derechos reales de garantía, y 
el 4 por 100, si se trata de la transmisión de bienes muebles y semovientes, así como la constitución y cesión 
de derechos reales sobre los mismos, excepto los derechos reales de garantía. Este último tipo se aplicará igual-
mente a cualquier otro acto sujeto no comprendido en las demás letras de este apartado…”

Por lo tanto al tratarse de bienes muebles, el tipo de gravamen será del 4 por 100, salvo que la comunidad 
autónoma correspondiente tenga fijado un tipo distinto. 

En consecuencia, si la transmisión onerosa se ha efectuado por un particular quedará sujeta al ITPAJD, 
con independencia de que el obligado al pago sea el adquirente del bien o derecho transmitido, siendo indi-
ferente la condición de este último.

ACCIÓN DECLARATIVA DE DOMINIO SOBRE UN INMUEBLE POR USUCAPIÓN.
(CONSULTA Nº V2177-12 DE 14 DE NOVIEMBRE DE 2012 DE LA DGT) 

Las premisas básicas del tratamiento del reconocimiento de dominio en el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITPAJD): 

 ❖ El reconocimiento de dominio a favor de persona determinada tiene la consideración de transmisión 
patrimonial a efectos de la liquidación y pago del impuesto (modalidad transmisiones patrimoniales 
onerosas). 

 ❖ La acreditación del pago del impuesto en los términos regulados 
 ❖ la exención o no sujeción 
 ❖ por la transmisión que se suple por el reconocimiento de dominio anula la consideración de este como 

transmisión onerosa y, por tanto, su sujeción a esta modalidad de ITPAJD. 
Ahora bien, el pago que ha de acreditarse para que tal acreditación produzca la no sujeción del reconoci-

miento de dominio a transmisiones patrimoniales onerosas debe cumplir dos requisitos: 
 ❖ Que corresponda al título suplido por el reconocimiento de dominio. 
 ❖ Que se refiera a los mismos bienes. 

Por lo tanto, si el consultante no ha tributado por el Impuesto, deberá tributar por el reconocimiento de 
dominio en el momento actual, sin que pueda entenderse que existe prescripción, porque es el propio reco-
nocimiento de dominio el hecho imponible del impuesto. 

Por otra parte, el artículo 10 del mismo texto legal establece que: 
“1. La base imponible está constituida por el valor real del bien transmitido o del derecho que se constituya o 

ceda. Únicamente serán deducibles las cargas que disminuyan el valor real de los bienes, pero no las deudas 
aunque estén garantizadas con prenda o hipoteca.”. 

Por lo tanto, la base imponible será el valor real del inmueble, que se entiende que es el valor de mercado 
en el momento de dictarse el reconocimiento de dominio.

ADQUISICIÓN DE UN BIEN COMO CONSECUENCIA DEL EJERCICIO DEL RETRACTO.
 (CONSULTA Nº V2208-12 DE 16 DE NOVIEMBRE DE 2012 DE LA DGT)

Conforme al artículo 1.521 del Código Civil:
“El retracto legal es el derecho de subrogarse, con las mismas condiciones estipuladas en el contrato, en lugar del 
que adquiere una cosa por compra o dación en pago”. 

El artículo 1.522 del mismo texto legal establece que: 
“El copropietario de una cosa común podrá usar del retracto en el caso de enajenarse a un extraño la parte de 
todos los demás condueños o de alguno de ellos. Cuando dos o más copropietarios quieran usar del retracto, sólo 
podrán hacerlo a prorrata de la porción que tengan en la cosa común.”.
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Una vez ejercitado el retracto, el retrayente sustituye al anterior propietario en todos sus derechos y acciones 
(artículo 1.511 CC), por lo que puede entenderse que, en virtud de la subrogación operada, tan solo se ha 
producido una transmisión aún cuando formalmente hayan tenido lugar dos, la inicial y la que, sustituyendo 
a la anterior, es consecuencia del ejercicio del retracto. 

Por otro lado el artículo 1.518 del Código Civil impide que pueda ejercitarse el retracto sin que por parte 
del retrayente se reembolse al anterior propietario del precio de venta, de los gastos del contrato, de cualquier 
otro gasto legítimo hecho para la venta y de los gastos necesarios y útiles hechos en la cosa, incluyéndose, 
entre los gastos legítimos hechos para la venta, el pago del impuesto causado por la transmisión. 

Por tanto, si la adquisición de un bien como consecuencia del ejercicio del retracto originase el pago del 
impuesto, el adquirente estaría soportando dos veces la carga impositiva que ya había abonado con antela-
ción al resarcir al anterior propietario de los gastos contemplados en el artículo 1.518. 

Por ello, y para evitar la doble imposición que en ese caso podría originarse, el artículo 45.I.B.2 del texto 
refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por 
Real Decreto-Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, declara exentas “las transmisiones que se verifiquen en 
virtud de retracto legal, cuando el adquirente contra el cual se ejercite aquél hubiere satisfecho ya el impuesto.”. 

Como vemos el artículo 45.I.B.2) establece una exención meramente técnica ya que en modo alguno su-
pone que la adquisición del bien quede dispensada del pago del impuesto, pues de las dos transmisiones que 
se suceden en el tiempo, la segunda tan solo deja de tributar cuando se justifica que la anterior lo ha hecho 
efectivamente. 

Por último, el artículo 46.5 del reglamento del Impuesto aprobado por Real Decreto 828/1995, de 29 de 
mayo, establece las competencias de la oficina liquidadora para determinar si el que ha ejercitado un dere-
cho de retracto legal no debe satisfacer el impuesto porque ya lo haya satisfecho el primer adquirente: “A los 
solos efectos de que el que adquiera una finca o derecho real a virtud de retracto legal no satisfaga el impuesto, si 
el comprador de quien lo retrae lo hubiera satisfecho ya, la Oficina Liquidadora calificará la procedencia o no del 
retracto, sin necesidad de que el retrayente entable demanda judicial.”

ACTA DE NOTORIEDAD PARA INMATRICULAR UNA VIVIENDA. 
(CONSULTA Nº V2216-12 DE 19 DE NOVIEMBRE DE 2012 DE LA DGT)

Para determinar la tributación de las actas de notoriedad en la modalidad de transmisiones patrimoniales 
onerosas del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, existen una regla 
general y una regla especial: 

 ❖ Regla general: Las actas de notoriedad se consideran transmisiones patrimoniales a efectos de la liqui-
dación y pago de este impuesto. 

 ❖ Es decir, constituyen una operación sujeta a la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas. 
 ❖ Regla especial: Las actas de notoriedad no se consideran transmisiones patrimoniales a los efectos ex-

puestos cuando se acredite el pago del impuesto –o la exención o la no sujeción – correspondiente al 
título que se supla por dicha acta de notoriedad. 

Según lo expuesto y en relación con la cuestión planteada, es irrelevante que el consultante haya satisfe-
cho el impuesto correspondiente a la adquisición por herencia del inmueble que pretende inmatricular por 
el procedimiento previsto en el artículo 298.1.2º del Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria, 
aprobado por Decreto de 14 de febrero de 1947, ya que el título de esta adquisición –la escritura pública de 
la partición hereditaria y su adjudicación– no necesita ser suplido por el acta de notoriedad. 

Lo que sí necesita ese título para su inscripción en el Registro de la Propiedad, de acuerdo con lo dispuesto 
en la letra b) del artículo 199 del Texto Refundido de la Ley Hipotecaria, aprobado por Decreto de 8 de 
febrero de 1946, es ser complementado por acta de notoriedad, dado que la finca no está inscrita en dicho 
registro y no se ha acreditado de modo fehaciente el título adquisitivo del transmitente o enajenante (el 
causante). 

En este caso, el citado artículo 298 del Reglamento Hipotecario determina en el número 2º de su apartado 
1 que, en defecto de documento fehaciente del título del transmitente o causante, para inmatricular fincas 
no inscritas a favor de persona alguna, debe complementarse el título público adquisitivo con un acta de 
notoriedad acreditativa de que el transmitente o causante es tenido por dueño. 
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Es el título de la adquisición de este transmitente o causante (en este caso el causante) el que, en su caso, va 
a ser suplido por el acta de notoriedad y, por tanto, por tal adquisición es por la que debe acreditarse haber 
satisfecho el impuesto –o la exención o no sujeción – si se pretende evitar la sujeción del acta de notoriedad 
a la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas.

DISOLUCIÓN DE UN PROINDIVISO CALIFICADA DE PERMUTA.
(CONSULTA Nº V1970-12 DE 15 DE OCTUBRE DE 2012 DE LA DGT)

Partiendo de la premisa de que las comunidades de bienes no realizan actividades empresariales, si una co-
munidad de bienes se disuelve y en esa disolución no se dan excesos de adjudicación evitables y dicho exceso 
inevitable se compensa con dinero, la operación tributará exclusivamente por el concepto de actos jurídicos 
documentados, como es el caso de la disolución de la comunidad de bienes de origen hereditario que osten-
tan los consultantes con su tía.

Ahora bien, las siguientes disoluciones que quieren hacer ya no cumplirían esta premisa ya que para que la 
operación tributara únicamente por el concepto de actos jurídicos documentados, cada comunidad de bienes 
se debería disolver sin excesos de adjudicación y sin compensar con bienes que componen otra comunidad. 

En el caso que plantean no se trata de una disolución de una comunidad de bienes, ya que existen varias 
comunidades de bienes diferentes aunque los comuneros sean los mismos en todos los casos, una de origen 
inter vivos originada por la disolución de la comunidad con la tía y otras de origen mortis causa de diversas 
herencias; además algunos bienes inmuebles de la comunidad de origen inter vivos van a quedar en pro 
indiviso. 

En realidad nos encontramos ante una permuta; a este respecto, el artículo 1.538 del Código Civil, dispone 
que:

“La permuta es un contrato por el cual cada uno de los contratantes se obliga a dar una cosa para recibir otra.”
En el caso planteado va a haber varias permutas que consisten en que cada comunero va a realizar una 

transmisión de la cuota abstracta de su participación en dicha comunidad al otro comunero; no puede de-
cirse estrictamente que el comunero ostente una participación social, sino una cuota abstracta en los bienes 
concretos que integran la comunidad de bienes, de manera que el tipo impositivo debe ser el que correspon-
da a cada uno de los bienes concretos incluidos en dicho ente jurídico, en este caso a los bienes inmuebles. 

Por tanto deberán tributar cada permutante por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados como una adquisición de bienes inmuebles por las partes permutadas.

AMPLIACIÓN DE CAPITAL POR UNA SOCIEDAD.
(CONSULTA Nº V1981-12 DE 15 DE OCTUBRE DE 2012 DE LA DGT)

El artículo 45.I.B) 11 del texto refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, establece que: 

“B) Estarán exentas: 
….11. La constitución de sociedades, el aumento de capital, las aportaciones que efectúen los socios que no 
supongan aumento de capital y el traslado a España de la sede de dirección efectiva o del domicilio social 
de una sociedad cuando ni una ni otro estuviesen previamente situados en un Estado miembro de la Unión 
Europea.”. 

La ampliación de capital que, en su caso, efectúe la entidad consultante estará sujeta a la modalidad de 
operaciones societarias por el concepto de aumento de capital, si bien estaría exenta del impuesto en virtud 
de lo dispuesto en el número 11 del artículo 45.I.B) del texto refundido, en la redacción dada a aquel por el 
Real Decreto-Ley 13/2010, de 3 de diciembre, transcrito anteriormente, que entró en vigor el mismo día de 
su publicación en el BOE.
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DISOLUCIÓN DEL PRO INDIVISO ADJUDICÁNDOSE CADA UNO LA MITAD DE LAS 
ACCIONES SIENDO LOS DOS LOTES DEL MISMO IMPORTE. 
(CONSULTA Nº V2273-12 DE 29 DE NOVIEMBRE DE 2012 DE LA DGT)

Partimos de la base que la comunidad de bienes no realiza actividades empresariales por lo que su disolución 
no quedaría sujeta al concepto de operaciones societarias; tampoco especifica si la disolución se va a realizar 
por escritura pública, pero aunque así fuera no cumpliría el requisito de ser inscribible, por lo que no queda-
ría en ningún caso sujeto al concepto de actos jurídicos documentados.

Por otro lado, debe examinarse si se producen excesos de adjudicación en el reparto de los bienes, en 
cuyo caso se produciría la sujeción a la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas en los términos 
previstos en el artículo 7.2.B) del texto refundido del ITPAJD, si este es oneroso, y en el Impuestos sobre 
Sucesiones y Donaciones si es lucrativo. 

En la descripción de los hechos manifiesta que se van a hacer dos lotes del mismo importe, por lo que no 
se dará ningún exceso de adjudicación. 

Por tanto, la operación descrita no quedará sujeta a ningún concepto de ITPAJD.
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SENTENCIA DE 21 DE MAYO DE 2013

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Don Baldomero interpone recurso de casación contra la sentencia de la Sección Cuarta de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de fecha 3 de marzo de 
2011, que confirmó la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 3 de diciembre de 
2009, por la que se había desestimado el recurso de alzada interpuesto contra resolución de 14 de abril de 
2008 del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Galicia, dictada en las reclamaciones NUM000 
y NUM001 acumuladas, sobre liquidaciones en concepto de Impuesto sobre el Patrimonio, ejercicios 2001, 
2002 y 2003. 

La sentencia recurrida tiene, en lo que aquí interesa, la siguiente fundamentación jurídica:
<<SEGUNDO.- La cuestión principal del recurso se contrae a resolver sobre la determinación de la por-

ción del patrimonio del sujeto pasivo que goza de la exención que, en relación con la participación en empre-
sas familiares se recogía en el artículo 4. Ocho de la Ley 19/1991, de 6 de junio ( RCL 1991, 1453 y 2389), 
del Impuesto sobre el Patrimonio (LIP, en adelante). Y, más concretamente, si a tal efecto ha de atenderse 
estrictamente al activo de la sociedad en que el socio participa de forma directa o ha de atenderse también al 
activo de las sociedades por ésta participadas de modo directo o indirecto.

En la redacción aplicable al caso, disponía el artículo 4.8  LIP  la exención de:
Dos. Las participaciones en entidades, con o sin cotización en mercados organizados, siempre que concu-

rran las condiciones siguientes:
a) Que la entidad no tenga por actividad principal la gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario. 

Se entenderá que una entidad no gestiona un patrimonio mobiliario o inmobiliario y que, por lo tanto, 
realiza una actividad empresarial cuando, por aplicación de lo establecido en el artículo 75 de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre (RCL 1995, 3496 y RCL 1996, 2164), del Impuesto sobre Sociedades, 
dicha entidad no reúna las condiciones para considerar que más de la mitad de su activo está constituido 
por valores o es de mera tenencia de bienes.

b) Que, cuando la entidad revista la forma societaria, no concurran los supuestos establecidos en el artículo 
75 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

c) Que la participación del sujeto pasivo en el capital de la entidad sea al menos del 5 por 100, computado 
de forma individual, o del 20 por 100 conjuntamente con su cónyuge, ascendientes, descendientes o 
colaterales de segundo grado, ya tenga su origen el parentesco en la consanguinidad, en la afinidad o en 
la adopción.

La exención sólo alcanzará al valor de las participaciones, determinado conforme a las reglas que se estable-
cen en el artículo 16.uno de esta Ley, en la parte que corresponda a la proporción existente entre los activos 
necesarios para el ejercicio de la actividad empresarial o profesional, minorados en el importe de las deudas 
derivadas de la misma, y el valor del patrimonio neto de la entidad.

Por su parte, el Real Decreto 1704/1999 de 5 de noviembre (RCL 1999, 2803), por el que se determinan 
los requisitos y condiciones de las actividades empresariales y profesionales y de las participaciones en enti-
dades para la aplicación de las exenciones correspondientes en el Impuesto sobre el Patrimonio dispuso en 
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su artículo 5 bajo la rúbrica de “condiciones de la exención en los supuestos de participación en entidades” 
lo siguiente:

En ningún caso será de aplicación esta exención a las participaciones en instituciones de inversión colectiva.
En cuanto tiene interés al caso, interesa señalar que el inciso final del mencionado artículo 4. Ocho LIP fue 

modificado, con efectos 1 de enero de 2007, por la Ley 35/2006, de 28 de noviembre ( RCL 2006, 2123 y 
RCL 2007, 458), del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de No Residentes y sobre el Patrimonio, en los siguientes 
términos:

“La exención sólo alcanzará al valor de las participaciones, determinado conforme a las reglas que se esta-
blecen en el art. 16.uno de esta Ley  en la parte que corresponda a la proporción existente entre los activos 
necesarios para el ejercicio de la actividad empresarial o profesional, minorados en el importe de las deudas 
derivadas de la misma, y el valor del patrimonio neto de la entidad, aplicándose estas mismas reglas en la 
valoración de las participaciones de entidades participadas para determinar el valor de las de su entidad te-
nedora”.

El demandante y su hija D. Jacinta colocaron en dos sociedades de este tipo (ALAZAN DE INVER-
SIONES 2001 SIMCAV, S.A. y KESLAR DE INVERSIONES SIMCAV, S.A.) el líquido obtenido como 
consecuencia de la venta de un paquete de acciones de la mercantil INDITEX, S.A. La totalidad de dichas 
acciones se incorporan más tarde a la mercantil PONTE GADEA, S.L. que, a continuación, amplia capital 
pare recibir las acciones de la mercantil GARTLER, S.L. (propiedad al 100%) del recurrente. Posterior-
mente, se constituye la mercantil LICIDIA, S.L., a la que el demandante y su hija aportan la totalidad de 
acciones que poseían en PONTE GADEA, S.L., correspondiéndose tal paquete de acciones con el 99,99% 
del inmovilizado de LICIDIA, S.L. 

En cuanto al ejercicio 2003, son hechos relevantes los siguientes: Constituida la mercantil CAROADA, 
S.L. en julio de 2002, por el demandante y su esposa D. Sonsoles , adquiere determinadas participaciones de 
las SIMCAVs Keblar y Alazan y, tras ampliación de capital de la mercantil PONTE GADEA, S.L., se suscri-
be íntegramente por CAROADA, S.L., cuyo total de participaciones se aportan a la ampliación de capital de 
INVERSIONES MENLLE, S.L., constituida en julio de 2002. 

Así las cosas, hay dos sociedades (LICIDIA, S.L. e INVERSIONES MENLLE, S.L.) en que no se discute 
la condición de empresa familiar, configurando en cuanto tenedoras de participaciones en otras sociedades 
un holding de primer nivel, estando más de la mitad del activo de las sociedades participadas por bienes o 
derechos afectos a actividades económicas -lo que no se discute- en concurrencia con otros que no reúnen tal 
condición: las participaciones en SIMCAVs.

La tesis principal de la demanda, a partir de la estricta aplicación al caso de la redacción vigente en los 
ejercicios discutidos del artículo 4. Ocho  LIP  es que el holding familiar (LICIDIA, S.L. e INVERSIONES 
MENLLE, S.L.) realiza una actividad empresarial por el hecho de poseer participaciones que cumplen los 
requisitos legales y reglamentarios antes acotados -añadidamente los del artículo 75 de la Ley del Impues-
to sobre Sociedades para no ser computados como valores- sin que sea posible considerarlas parcialmente 
afectas, por lo que, aplicando la literalidad de la norma en la redacción aplicable del precepto mencionado 
alcanza al valor total de la participación de la persona física en el holding familiar o de primer nivel, al ser el 
único que forma parte directamente de su patrimonio, debiendo por tanto computarse el valor del mismo.

El Acuerdo recurrido sostiene que la tesis de la demandante configura una situación de “abuso de la norma” 
en la que a través de una serie de negocios jurídicos reales y válidos se configura un artificioso entramado pa-
trimonial con la finalidad de beneficiarse de una exención que por definición no resulta aplicable, argumento 
que conecta, de una parte, con la tradicional exención en cuanto “útiles de trabajo” del patrimonio afecto 
y necesario para una actividad y, de otra parte, con el hecho de que las participaciones en Instituciones de 
Inversión Colectiva han quedado siempre fuera de la exención por exclusión expresa de la norma (artículo 5 
del Real Decreto 1704/1999).

De un modo subsidiario, la demanda plantea que la coherencia con la regularización practicada implica 
que, en cuanto LICIDIA, S.L. e INVERSIONES MENLLE, S.L. eran titulares indirectos, en los ejercicios 
regularizados, de una participación en NH HOTELES, S.A. superior al 5%, debería beneficiarse de la 
exención, que igualmente le correspondería si la hubieran poseído los interesados directamente a través del 
holding de primer nivel.

El Acuerdo recurrido deniega también esta posibilidad, invocando el artículo 5 del Real Decreto 1704/1999, 
al excluir la exención en relación con las participaciones en Instituciones de Inversión Colectiva, con inde-
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pendencia de que dichas Instituciones, a tenor del artículo 4.2 de la Ley 46/1984 ( RCL 1984, 2925), vigen-
te hasta el 5 de febrero de 2004 no podían tener participaciones superiores al 5% en valores emitidos por otra 
sociedad; participación, sin embargo, que era la que se comunicaba a la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, en relación con el ejercicio 2003.

TERCERO.- (...)
(...) destaquemos, ante todo, que del régimen normativo antes transcrito se desprende un orden secuencial 

en la exención, que comienza por alcanzar tal condición el sujeto pasivo y culmina por el valor de las parti-
cipaciones a que tal exención alcanza siendo este último aspecto, insistamos nuevamente, el que es objeto de 
controversia contexto en el cual es de notar, también como criterio principal, que la afectación o necesidad 
de activos para el ejercicio de la actividad empresarial o profesional habrá de ser real y efectiva, sin que la 
mera disponibilidad o susceptibilidad de utilización de activos sea concepto equiparable, como señalamos en 
nuestra sentencia 478/2010, de 19 de mayo (PROV 2010, 330183) (recurso 15329/09). Y, en el presente 
caso, anticipemos ya, no se da tal circunstancia, más allá de los informes propios que conforman los anexos 
II y IV de la demanda, siendo también de reseñar que, en todo caso, aquellas participaciones en SIMCAVs 
no proceden de una actividad económica y empresarial precedente.

Sentado lo anterior, es preciso abordar a continuación el ámbito esencial de la discusión jurídica a que 
el recurso se contrae, destacando que el TEAC calificó como “abuso de la norma” la configuración de dos 
holding sucesivos para terminar por computar totalmente activos depositados en SIMCAVs que, como antes 
vimos, normativamente no pueden formar parte del criterio de proporcionalidad al objeto de determinar la 
cuantía de patrimonio exento, lo que lleva el debate a los términos de la interpretación de la norma aplicable 
y a las consecuencias de su modificación en la Ley 35/2006.

En síntesis, la demanda entiende que el tenor literal del inciso final del artículo 4.Ocho LIP deja claro que 
el total de participaciones de PONTE GADEA, S.L. en LICIDIA, S.L. computa a los efectos de la exención 
sin que se aplique idéntica regla a la entidad participada (PONTE GADEA) para determinar el valor de las 
participaciones de la entidad tenedora (LICIDIA), que es el inciso que la Ley 35/2006 introduce en el refe-
rido precepto de la LIP y cuya utilización implícita subyace tanto en el criterio de la Inspección como en las 
resoluciones del TEAR y el TEAC. A ello añade la cita de jurisprudencia en relación con la improcedencia 
de acudir a criterios interpretativos o a superar por la Administración las insuficiencias de la norma y, esen-
cialmente, que si tal fuera el tenor en la redacción aplicable al caso, hubiese sido innecesaria la adición en el 
precepto efectuada por la Ley 35/2006.

La tesis de la demanda no puede ser aceptada. Hemos aludido antes a una concepción material de los bie-
nes y derechos que integran el patrimonio a efectos de tributación, exención y determinación de su cuantía. 
La utilización de recursos mercantiles sucesivos con el fin de que determinadas participaciones terminen por 
ser las relevantes a efectos del alcance de la exención no puede soslayar lo que es un criterio estricto y claro, 
expuesto en el artículo 5.1 del Real Decreto 1704/1999, de 5 de noviembre en el sentido de que en ningún 
caso será de aplicación esta exención a las participaciones en instituciones de inversión colectiva. Y si de 
criterios de literalidad de la norma se parte, puesto que de ser necesaria alguna interpretación sería la siste-
mática, es de señalar que éste es claro en cuanto a que, respecto de tales participaciones la exención no opera 
en ningún caso, lo que implica que, entonces, resulta irrelevante las diferentes aportaciones o participaciones 
sociales al objeto de configurar una entidad diferente a aquellas instituciones, primero PONTE GADEA, 
S.L. y, más tarde LICIDIA, S.L.. Ello por lo que se refiere a los ejercicios 2001 y 2002, puesto que en el 
ejercicio 2003 lo propio ocurre con CAROADA, S.L. e INVERSIONES MENLLE, S.L.

En cuanto a la modificación del artículo 4, Ocho LIP en ejercicios posteriores a los de autos, es de señalar 
que el Preámbulo de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, destaca lo siguiente: 

“En lo referente al Impuesto sobre el Patrimonio, la desaparición de las sociedades patrimoniales del marco 
normativo de la imposición personal sobre la renta de las personas físicas y jurídicas exige trasladar a la Ley 
19/1991 los requisitos y condiciones que, recogidos hasta la fecha mediante remisión al art. 75 de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, vienen siendo exigidos a efectos de la exen-
ción en el Impuesto sobre el Patrimonio de las participaciones en entidades. Se mantiene en el 60 por cien 
el límite conjunto sobre las cuotas íntegras de los impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el 
Patrimonio, si bien operará sobre la base imponible total del impuesto sobre la renta, tanto la general como 
la del ahorro”. 

De lo que ya se sigue que cuando el artículo 4. Ocho LIP  se le adiciona que las mismas reglas se aplicarán 
en la valoración de las participaciones de entidades participadas para determinar el valor de las de su entidad 
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tenedora no se está rectificando en absoluto el criterio de valoración anterior, sino explicitando lo que viene 
implícito en el texto que es de aplicación en autos.

Por lo expuesto, este primer motivo de recurso debe decaer, sin que con ello se pretenda una suerte de 
fraude de ley impropio, ajeno al procedimiento necesario, incluso una simulación, siendo innecesario al re-
sultado pretendido por la Administración la condición de “abuso de la norma”. Pues, en efecto, al legítimo 
derecho que asiste al contribuyente a utilizar en su favor las normas tributarias, le corresponde no solo el 
derecho, sino la obligación de la Administración de comprobar la conformidad a Derecho de aquellas deci-
siones, sin que ello implique un fraude, sino la utilización de un recurso que, posteriormente, se comprueba 
que no era el adecuado a la finalidad perseguida. (...)

Por lo que se refiere al segundo de los motivos de recurso -exención de la participación de LICIDIA, S.L. 
e INVERSIONES MENLLE, S.L. en NH HOTELES, S.A.- ya se advierte que debe resolverse en conso-
nancia con cuanto venimos exponiendo, y reiterar lo ya señalado en relación con la inexistencia de exención 
en las participaciones en instituciones de inversión colectiva. En cualquier caso, y con independencia de 
ello, incluso soslayando una eventual insuficiencia de prueba, el Acuerdo recurrido resolvió la cuestión con 
cita del artículo 4.2 de la Ley 46/1984  reguladora de las Instituciones de Inversión Colectiva, cuyo apar-
tado a), en la redacción aplicable al caso, disponía que “una misma Institución no podrá invertir en valores 
emitidos o avalados por una misma entidad por encima del 5 por 100 de los valores en circulación de esta 
última”. Y, aplicando el mismo criterio que al primero de los motivos de recurso, a tenor de la documenta-
ción que acompaña la demanda, se llega a la conclusión de que si bien en el ejercicio 2002 la participación 
de KEBLAR y ALAZÁN en NH HOTELES fue del 2,51%, respectivamente, con un total del 5,02%, en 
el ejercicio 2003 ya alcanzaba, respectiva e individualmente, un 5,08% y un 5,19%. Con ello, no es posible 
acceder a lo interesado, en cuanto a la imposibilidad interna de superar el 5% y la inviabilidad general que 
hemos destacado anteriormente en relación a que las participaciones de estas entidades puedan tomarse en 
consideración a efectos del importe de la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio>>. 

SEGUNDO.- El recurso de casación se funda en cuatro motivos, todos ellos formulados al amparo del artículo 
88.1.d) de la LJC. 

Los dos primeros, dada su interrelación, merecen un tratamiento común.
El primero se refiere a la nueva redacción del artículo 4.Ocho de la LIP (RCL 1991, 1453 y 2389), se-

ñalando la parte que será a partir de la entrada en vigor de la redacción de dicha norma -recordemos, 1 de 
enero de 2007-, cuando pueda aplicarse el criterio incorporado a los acuerdos de liquidación y defendido 
por la Administración tributaria y el Tribunal de instancia, pero que en ningún caso se podrá aplicar dicha 
regulación con carácter retroactivo ni mucho menos en el momento en el que se emitieron dichos acuerdos, 
en los que la nueva redacción del precepto no era sino un mero proyecto en pleno debate.

No niega el recurrente que la evolución de una determinada norma pueda servir en ocasiones de criterio 
interpretativo, pero no así cuando la norma a interpretar es clara y no cabe duda de que no exige el requi-
sito posteriormente introducido, indicando, en este sentido, que a su entender la modificación del artículo 
4.Ocho de la LIP fue realizada precisamente para dar la cabida que no tenía bajo la anterior redacción la tesis 
sustentada por la Administración tributaria, lo que supone que la nueva redacción del precepto no resulte 
aplicable, lógicamente, a los ejercicios anteriores a su modificación.

En el segundo se vino a recalcar que la sentencia impugnada defiende una interpretación del artículo 
4.Ocho de la Ley 19/1991 contraria a la literalidad de la misma, contraviniendo el principio de que “in 
claris non fit interpretatio”,así como los principios de legalidad y reserva de ley. que fueron modificados con 
efectos 1 de enero de 2007, pero que concurrían en los ejercicios regularizados, por lo que los acuerdos de 
liquidación en última instancia impugnados deberían declararse contrarios a Derecho. 

En el análisis de los dos motivos podemos partir de que el art. 3 de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre 
(RCL 1993, 3600), de Medidas Fiscales, de Reforma del Régimen Jurídico de la Función Pública y de la 
Protección por Desempleo, introdujo, con efectos a partir del 1 de enero de 1994, una nueva exención que 
se habría de añadir a las ya existentes en el art. 4 de la Ley 19/1991, de 6 de junio , reguladora del Impuesto 
sobre el Patrimonio. La exención no se contenía en la redacción inicial del art. 4 de la Ley del Impuesto, 
aunque durante la tramitación parlamentaria de la Ley 19/1991, de 6 de junio, varios grupos parlamentarios, 
apoyándose en la legislación comparada, trataron de que los bienes y derechos afectos a las actividades eco-
nómicas no tributasen por IP, argumentando que, en caso contrario, podría originarse una descapitalización 
de los empresarios individuales y de los profesionales. Si bien uno de los criterios que originariamente inspiró 
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la redacción de la Ley 19/1991 fue el de que, puesto que lo que se pretende con el IP es gravar la capacidad 
económica complementaria que representa la titularidad de un patrimonio neto, han de ser idénticos los 
bienes de producción y los que no presentan esta condición, no existiendo motivo alguno para gravar unos 
sí y otros no, esta idea desapareció posteriormente, dejándose de someter a gravamen determinados bienes y 
derechos afectos a actividades empresariales. Se acaba considerando de este modo que, desde una perspectiva 
de eficiencia económica, los bienes de producción han de quedar excluidos de gravamen. 

La Memoria del Proyecto que dio lugar a la citada Ley señalaba lo siguiente: 
<<En materia del Impuesto sobre el Patrimonio, su ley reguladora estableció una serie de exenciones objeti-

vas sobre un conjunto de bienes y derechos de contenido económico en razón de la naturaleza de los mismos, 
exenciones que se ven ahora ampliadas a lo que tradicionalmente se ha venido denominando en el Derecho 
Comparado como “los útiles de trabajo” y que quedan exentos en otros países como puede ser el caso de 
Francia, aunque bajo determinadas condiciones o sujetos al cumplimiento de algunos requisitos. La misma 
exención se aplica, asimismo, a las participaciones en entidades que cumplan determinadas condiciones, tan-
to en cuanto a las actividades que realizan como en cuanto al sujeto pasivo beneficiario de la exención, (...)”.

La exención va a extenderse sobre un doble ámbito: de una parte, los bienes y derechos afectos a actividades 
empresariales y, de otra, determinadas participaciones en entidades. Al igual que sucede con la exención de 
los bienes y derechos afectos a actividades empresariales y profesionales, también en este caso puede señalarse 
como fuente de inspiración a la legislación tributaria francesa, cuya exoneración afectaba a las participaciones 
en sociedades personalistas.

En todo caso de trata de favorecer la inversión empresarial, fundamentalmente en el ámbito de la pequeña 
y mediana empresa (PYMES), de cara a poder lograr, -también mediante la aplicación del conjunto de me-
didas tributarias establecidas en la Ley 22/1993-, un fortalecimiento de la economía española.

Este objetivo queda patente no ya sólo en la propia Exposición de Motivos de la Ley 22/1993, sino tam-
bién en el derogado Real Decreto 2481/1994, de 23 de diciembre (RCL 1994, 3511), por el que se deter-
minan los requisitos y condiciones de las Actividades Empresariales y Participaciones en entidades para la 
aplicación de la exención, en el que igualmente se reconoce que el objetivo de ambas exenciones es favorecer 
la inversión empresarial, especialmente en el área de las pequeñas y medianas empresas.

Sentado lo anterior, ninguno de los dos primeros motivos del recurso pueden aceptarse, partiendo del dato 
esencial de que las sociedades del holding de segundo nivel, Ponte Gadea, S.L. y Caroada, S.L., tenían parti-
cipaciones en SICAVs, habida cuenta que las Instituciones de Inversión Colectiva constituyen unas entidades 
diseñadas con la finalidad de gestionar la inversión de patrimonios de forma colectiva. Dichas entidades 
persiguen incentivar el ahorro y fortalecer los mercados, especialmente el financiero y el inmobiliario, canali-
zando a nivel profesional hacia dichos mercados un ahorro que, por diversos motivos, permanece al margen 
de los mismos, pero en ningún caso suponen el ejercicio de actividad económica alguna.

Tal y como establecía el apartado 1º del art. 5 del RD 1704/1999 (RCL 1999, 2803) , las Instituciones 
de Inversión Colectiva siempre tienen por objeto la gestión de un patrimonio mobiliario. Estas entidades 
presentan un régimen fiscal especial muy favorable, configurándose como los vehículos idóneos para la in-
versión colectiva. Esta circunstancia las hace incompatibles con el concepto de empresa familiar (que alude 
a una empresa en manos de un grupo reducido de personas con parentesco cercano) y con el de inversión en 
participaciones con intención de ejercer una actividad económica a través de participaciones significativas en 
acciones de otras empresas. Esto explica el último párrafo del art. 5.1 del RD 1704/1999 , en el que se ordena 
que en ningún caso será de aplicación la exención a las participaciones en entidades de Inversión Colectiva. 

La conclusión a asumir es la de que incluso bajo una interpretación estricta y literal del artículo 4.Ocho de 
la LIP en su redacción anterior a la Reforma de 2006, aún cuando en principio imposibilitase introducirse 
en la actividad desplegada por las sociedades participadas de segundo nivel para valorar la exención, sin em-
bargo este principio encontraría como excepción absoluta el caso de las SICAVs, de cuya participación en 
ningún supuesto podría hacerse valer la exención tributaria sobre la que se debate, cualquiera que fuere el 
lugar de la cascada de participaciones en que la misma se revele, habida cuenta de su específica naturaleza y 
del tratamiento especialmente favorable de que goza en el ámbito de otros tributos.

TERCERO.-  En el tercero de los motivos se nos dice que la sentencia infringe los principios constitucionales 
de justicia tributaria e interdicción de la arbitrariedad (artículos 31 y 9 CE (RCL 1978, 2836), respectiva-
mente), al excluir del cálculo del valor de la participación en las Holdings de primer nivel que se beneficia 
de la exención el valor de las SICAVs participadas indirectamente por las mismas y en cambio no tomar en 
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consideración para tal cálculo el valor de la participación en NH Hoteles, sobre la base de que tal participa-
ción se ostenta precisamente de forma indirecta a través de las SICAVs. 

La sentencia recurrida, señala, en orden a denegar dicha pretensión, lo siguiente:
<<(...) Por lo que se refiere al segundo de los motivos de recurso -exención de la participación de LICI-

DIA, S.L. e INVERSIONES MENLLE, S.L. en NH HOTELES, S.A.- ya se advierte que debe resolverse 
en consonancia con cuanto venimos exponiendo, y reiterar lo ya señalado en relación con la inexistencia de 
exención en las participaciones en instituciones de inversión colectiva>>.

Y visto lo que hemos afirmado en el fundamento de derecho anterior, al considerar que de ningún modo 
una participación en una SICAV puede ser computada como valor para determinar el alcance de la exención, 
el aserto que hemos reproducido de la sentencia impugnada resulta jurídicamente irreprochable, a la vista de 
que la participación en NH Hoteles se ostenta por intermediación de una Institución de aquella naturaleza, 
que impide por eso que sea considerada a los efectos tributarios pretendidos,

Y lo mismo debe suceder en cuanto al cuarto motivo, en el que se denuncia la infracción de los principios 
de la buena fe y de la confianza legítima recogidos en el artículo 3 de la Ley 30/1992 (RCL 1992, 2512, 2775 
y RCL 1993, 246) , en la medida en la que se había exigido al recurrente, en la aplicación de la exención, 
requisitos adicionales a los exigidos en el artículo 4.Ocho de la LIP (RCL 1991, 1453 y 2389). 

El motivo, en efecto, es inviable porque hace supuesto de la cuestión, esto es, considera que su interpreta-
ción de la normativa aplicable era la correcta, para deducir a continuación la vulneración de los citados prin-
cipios, cuando es así que precisamente el tema litigioso de fondo ha sido el de interpretar aquella normativa, 
que según nuestro criterio no es coincidente con el suyo y que en razón de ello impide extraer la consecuencia 
por él establecida de infracción de los principios de la buena fe y de la confianza legítima.

CUARTO.- La desestimación debe llevar aparejada la condena en costas, si bien la Sala, haciendo uso de la 
facultad prevista en el artículo 139.3 de la Ley de la Jurisdicción, limita los honorarios de las partes recurridas 
a la cifra máxima, entre ambas y por partes iguales, de seis mil euros. 

Por lo expuesto, en nombre del Rey y en el ejercicio de la potestad de juzgar que, emanada del Pueblo 
español, nos confiere la Constitución,

FALLAMOS

Que debemos desestimar y desestimamos el presente recurso de casación núm. 2689/2011 interpuesto por la 
Procuradora de los Tribunales doña Teresa Gamazo Trueba, en nombre y representación de don Baldomero, 
contra la sentencia de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Galicia, de fecha 3 de marzo de 2011, dictada en el recurso contencioso-administrativo 
núm.16.929/2009, con imposición de costas a la parte recurrente y con la limitación indicadaen el último 
de los Fundamentos de Derecho.
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DECRETO LEGISLATIVO 1/2013, DE 21 DE MAYO, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO 
REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE 
EXTREMADURA EN MATERIA DE TRIBUTOS CEDIDOS POR EL ESTADO.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.3 del Estatuto de Autonomía de Extremadura y en el 
artículo 45 de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Au-
tónoma de Extremadura, la disposición final sexta de la Ley 2/2012, de 28 de junio, de medidas urgentes en 
materia tributaria, financiera y de Juego de la Comunidad Autónoma de Extremadura autoriza al Consejo 
de Gobierno para aprobar, dentro del plazo de un año desde la entrada en vigor de la ley, un texto refundido 
de las disposiciones legales vigentes en materia tributos cedidos por el Estado. La delegación legislativa con-
tenida en la ley, incluye la posibilidad de sistematizar, regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que 
sean objeto del texto refundido.

En el año 2006, mediante el Decreto Legislativo 1/2006, de 12 de diciembre, se aprobó el primer texto 
refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de tributos 
cedidos por el Estado. Al igual que su inmediato precedente, la aprobación de un texto único tiene como 
finalidad principal dotar de mayor claridad a la normativa autonómica en materia de tributos cedidos por el 
Estado mediante la integración en un único cuerpo normativo de las disposiciones que afectan a dicha ma-
teria, contribuyendo con ello a aumentar la seguridad jurídica de los contribuyentes y de la administración 
tributaria de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

En el ejercicio de la citada autorización se elabora este Decreto Legislativo por el que se aprueba el Texto 
Refundido de las disposiciones legales dictadas por la Comunidad Autónoma en materia de tributos cedidos 
por el Estado, incluidas en las siguientes normas:

 ❖ Texto Refundido de las disposiciones legales dictadas por la Comunidad Autónoma en materia de tribu-
tos cedidos por el Estado, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2006, de 12 diciembre.

 ❖ Ley 10/2006, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura para 2007.

 ❖ Ley 6/2007, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura para 2008.

 ❖ Ley 5/2008, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura para 2009.

 ❖ Ley 6/2008, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
 ❖ Ley 8/2009, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extrema-

dura para 2010.
 ❖ Ley 18/2010, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extrema-

dura para 2011.
 ❖ Ley 19/2010, de 28 de diciembre, de medidas tributarias y administrativas de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura.
 ❖ Ley 1/2012, de 24 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extremadura 

para 2012.
 ❖ Ley 2/2012, de 28 de junio, de medidas urgentes en materia tributaria, financiera y de juego de la Co-

munidad Autónoma de Extremadura.
 ❖ Ley 4/2012, de 28 de diciembre, de medidas financieras y administrativas de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura.
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El texto refundido se estructura en ocho capítulos, los siete primeros dedicados a cada uno de los impues-
tos sobre los que la Comunidad ha ejercido sus competencias normativas: El Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, el Impuesto sobre el Patrimonio, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, el Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, los tributos sobre el Juego, el Impuesto 
sobre determinados medios de transporte y el Impuesto sobre Hidrocarburos. El último capítulo, el VIII, 
contiene la normativa dictada para la aplicación de los tributos cedidos por el Estado.

Asimismo, el texto refundido incluye seis disposiciones finales que recogen las habilitaciones y las obliga-
ciones que las leyes que se refunden y otras normas han efectuado al Consejo de Gobierno y al titular de la 
Consejería competente en materia de hacienda para que puedan dictar normas de desarrollo o de aplicación 
de la normativa en materia de tributos cedidos por el Estado. Igualmente, se prevé que las leyes anuales de 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma puedan modificar los elementos esenciales de los tri-
butos cedidos.

El texto refundido incluye, al comienzo, un índice de su contenido, cuyo objeto es facilitar la utilización 
de la norma por sus destinatarios mediante una rápida localización y ubicación sistemática de sus preceptos.

Este decreto legislativo contiene un artículo para la aprobación del texto refundido de las normas auto-
nómicas en materia de tributos cedidos por el Estado, tres disposiciones adicionales, sobre las remisiones 
normativas que se efectúan a los preceptos objeto de refundición, sobre la competencia de los jefes de Ser-
vicio y de Sección en el área de aplicación de los tributos y sobre los órganos competentes en materia de 
aplazamiento y fraccionamiento de pago, una disposición derogatoria de todos los preceptos refundidos y 
una disposición final sobre la entrada en vigor tanto del decreto legislativo como del texto refundido.

El presente decreto legislativo ha sido aprobado por la Asamblea de Extremadura en virtud de lo previsto 
en el artículo 22.3 del Estatuto de Autonomía y de acuerdo con el Consejo Consultivo de Extremadura 
dispongo:

Artículo único Aprobación del Texto Refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura en materia de tributos cedidos por el Estado.
Se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Extremadura en 
materia de tributos cedidos por el Estado, que se inserta a continuación.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Disposición adicional primera Remisiones normativas 
Las referencias normativas efectuadas en otras disposiciones a los preceptos de naturaleza tributaria con-
tenidos en las normas que se refunden, se entenderán realizadas a los preceptos correspondientes del texto 
refundido que se aprueba por este decreto legislativo.

Disposición adicional segunda Competencias de los Jefes de Servicio y de Sección en la aplicación de los tributos 
Los Jefes de Sección de la Dirección General competente en la aplicación de los tributos están habilitados, 
en el ámbito de sus funciones, para dictar actos y resoluciones administrativas, siempre que esta competen-
cia no le esté reconocida a otro órgano por una norma específica, o que por la índole o trascendencia de su 
contenido deban ser dictados por el superior jerárquico.

Disposición adicional tercera Competencias en materia de aplazamiento y fraccionamiento de pago de deudas de 
naturaleza pública tributaria y no tributaria 
Los órganos de la Administración Tributaria que tengan atribuida la gestión recaudatoria de cada recurso 
serán los competentes para la instrucción y resolución de las solicitudes de aplazamiento y fraccionamiento 
de pago presentadas en periodo voluntario y ejecutivo de recaudación de deudas tributarias así como de 
las derivadas de precios públicos, sanciones administrativas, reintegro de subvenciones y otros recursos de 
naturaleza pública no tributarios. Asimismo, serán competentes para la realización de todos los actos admi-
nistrativos inherentes al procedimiento de aplazamiento y fraccionamiento.

Disposición derogatoria única Derogación normativa 
1. A la entrada en vigor de este decreto legislativo quedarán derogadas, las siguientes normas:
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a. El Decreto Legislativo 1/2006, de 12 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 
disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de Tributos Cedidos 
por el Estado. 

b. Los artículos 1, 3, 4, 7, 8, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 
34, 35, 38, 39, 40 y la disposición final tercera de la Ley 19/2010, de 28 de diciembre, de medidas 
tributarias y administrativas de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

c. Los artículos 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, y 15 de la Ley 2/2012, de 28 de junio, de medidas urgentes 
en materia tributaria, financiera y de Juego de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

d. Los artículos 1, 8, 14, 15, 18, 19, 20 y la disposición adicional tercera de la Ley 4/2012, de 28 de 
diciembre, de medidas financieras y administrativas de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

2. La derogación de las disposiciones a que se refiere el apartado 1 no perjudicará los derechos ni las obliga-
ciones que se hubieran producido durante su vigencia.

Disposición final única Entrada en vigor 
El presente decreto legislativo y el Texto Refundido que aprueba entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de Extremadura.

TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE 
EXTREMADURA EN MATERIA DE TRIBUTOS CEDIDOS POR EL ESTADO

CAPÍTULO I 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS

Artículo 1 Escala autonómica del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
La escala autonómica en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas será la siguiente:

Base liquidable 
Hasta euros

Cuota íntegra 
Euros

Resto base liquidable 
Hasta euros

Tipo aplicable 
Porcentaje

0 0 17.707,20 12

17.707,20 2.124,86 15.300,00 14

33.007,20 4.266,86 20.400,00 18,5

53.407,20 8.040,86 7.300,00 21,5

60.707,20 9.610,36 19.300,00 22

80.007,20 13.856,36 19.400,00 22,5

99.407,20 18.221,36 20.600,00 23,5

120.007,20 23.062,36 En adelante 24,5

Artículo 2 Deducción autonómica para el fomento del autoempleo de las mujeres emprendedoras 
1. Las mujeres emprendedoras podrán deducir de la cuota íntegra autonómica el importe satisfecho a la 

Seguridad Social, con el límite de 300 euros.
2. Se considerará mujer emprendedora a aquella que cause alta en el censo de empresarios, profesionales y 

retenedores previsto en la normativa estatal, por primera vez durante el periodo impositivo y mantenga 
dicha situación de alta durante, como mínimo, un año. Será requisito indispensable para disfrutar de esta 
deducción que la actividad se desarrolle en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

3. La deducción será de aplicación en el periodo impositivo en que se produzca el alta en el censo de empre-
sarios, profesionales y retenedores por primera vez.

4. El incumplimiento de las condiciones de la deducción regulada en los apartados anteriores dará lugar a la 
integración de las cantidades deducidas en la cuota líquida autonómica del ejercicio en que se produzca el 
incumplimiento, con los correspondientes intereses de demora.



Pág. 17BIT • BOLETÍN INFORMATIVO TRIBUTARIO • NÚM. 158

NORMATIVA COMUNIDADES AUTÓNOMAS: EXTREMADURA

Artículo 3 Deducción autonómica para el fomento del autoempleo de los jóvenes emprendedores menores de 36 
años 
1. Los jóvenes emprendedores menores de 36 años a la fecha de devengo del impuesto podrán deducir de la 

cuota íntegra autonómica el importe satisfecho a la Seguridad Social, con el límite de 250 euros.
2. Se considerará joven emprendedor a aquél que cause alta en el censo de empresarios, profesionales y 

retenedores previsto en la normativa estatal, por primera vez durante el periodo impositivo y mantenga 
dicha situación de alta durante, como mínimo, un año. Será requisito indispensable para disfrutar de esta 
deducción que la actividad se desarrolle en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

3. La deducción será de aplicación en el periodo impositivo en que se produzca el alta en el censo de empre-
sarios, profesionales y retenedores por primera vez.

4. El incumplimiento de las condiciones de la deducción regulada en los apartados anteriores dará lugar a la 
integración de las cantidades deducidas en la cuota líquida autonómica del ejercicio en que se produzca el 
incumplimiento, con los correspondientes intereses de demora.

5. Esta deducción es incompatible con la establecida en el artículo 2 de esta ley.

Artículo 4 Deducción autonómica por trabajo dependiente 
Los contribuyentes que perciban rendimientos del trabajo cuyo importe íntegro no supere la cantidad de 
12.000 euros anuales tendrán derecho a una deducción de 75 euros sobre la cuota íntegra autonómica, siem-
pre que la suma del resto de los rendimientos netos, ganancias y pérdidas patrimoniales e imputaciones de 
renta no exceda de 300 euros.

Artículo 5 Deducción autonómica por partos múltiples 
1. En el caso de partos múltiples, los contribuyentes tendrán derecho a la aplicación de una deducción de 

300 euros por hijo nacido en el período impositivo, siempre que la suma de las bases imponibles general 
y del ahorro no sea superior a 19.000 euros en caso de tributación individual o a 24.000 euros en caso de 
tributación conjunta.

2. Sólo tendrán derecho a practicar la deducción los padres que convivan con los hijos nacidos. Cuando 
los hijos nacidos convivan con ambos progenitores el importe de la deducción se prorrateará por partes 
iguales en la declaración de cada uno de ellos si optaran por tributación individual. Las anteriores circuns-
tancias se entenderán referidas a la fecha de devengo del impuesto.

Artículo 6 Deducción autonómica por acogimiento de menores 
Los contribuyentes podrán deducir de la cuota íntegra autonómica la cantidad de 250 euros por cada menor 
en régimen de acogimiento familiar simple, permanente o preadoptivo, administrativo o judicial, siempre 
que convivan con el menor 183 días o más durante el período impositivo. Si el tiempo de convivencia du-
rante el período impositivo fuera inferior a 183 días y superior a 90 días, el importe de la deducción por cada 
menor acogido será de 125 euros.

No dará lugar a esta deducción el supuesto de acogimiento familiar preadoptivo cuando la adopción del 
menor se produzca durante el período impositivo.

En el caso de acogimiento de menores por matrimonio, el importe de la deducción se prorrateará por par-
tes iguales en la declaración de cada uno de ellos, si optaran por la declaración individual.

Si, de acuerdo con el artículo 8 de la Ley 5/2003, de 20 de marzo, de Parejas de Hecho de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, el acogimiento de menores se realizara por parejas de hecho, el importe de la 
deducción se prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de sus miembros.

Artículo 7 Deducción por cuidado de familiares discapacitados 
El contribuyente podrá deducir de la cuota íntegra autonómica 150 euros por cada ascendiente o descen-
diente con discapacidad física, psíquica o sensorial que tenga la consideración legal de minusválido con un 
grado de minusvalía igual o superior al 65 por 100, según el baremo a que se refiere el artículo 148 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 
de junio.

Para que haya lugar a la deducción deberán cumplirse los siguientes requisitos:
a. Que el ascendiente o descendiente discapacitado conviva de forma ininterrumpida al menos duran-

te la mitad del período impositivo con el contribuyente. Cuando dos o más contribuyentes con el 
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mismo grado de parentesco tengan derecho a la aplicación de esta deducción respecto de una misma 
persona, su importe se prorrateará entre ellos por partes iguales. Cuando los contribuyentes tengan 
distinto grado de parentesco respecto del discapacitado, la aplicación de la deducción corresponderá 
al de grado más cercano.

b. Que la suma de las bases imponibles general y del ahorro del contribuyente no sea superior a 19.000 
euros en tributación individual o a 24.000 euros en caso de tributación conjunta. Existiendo más de 
un contribuyente que conviva con el discapacitado, y para el caso de que sólo uno de ellos reúna el 
requisito de límite de renta, éste podrá aplicarse la deducción completa.

c. Que la renta general y del ahorro del ascendiente o descendiente discapacitado no sean superiores al 
doble del indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM), incluidas las exentas, ni tenga 
obligación legal de presentar declaración por el Impuesto sobre el Patrimonio.

d. Que se acredite la convivencia efectiva por los Servicios Sociales de base o por cualquier otro organis-
mo público competente.

Artículo 8 Deducción por adquisición de vivienda para jóvenes y para víctimas del terrorismo con residencia en la 
Comunidad Autónoma de Extremadura 
1. El contribuyente podrá aplicar sobre la cuota íntegra autonómica una deducción del 3 por 100 de las can-

tidades satisfechas durante el período impositivo para la adquisición de una vivienda nueva situada en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, acogida a determinadas modalidades de vivienda 
de protección pública, que constituya o vaya a constituir la primera residencia habitual del contribuyente, 
con excepción hecha de la parte de las mismas correspondientes a intereses.

Para la práctica de esta deducción se requerirá que el contribuyente tenga su residencia habitual en 
Extremadura, que su edad a la fecha de devengo del Impuesto sea igual o inferior a 35 años y que la suma 
de la base imponible general y del ahorro del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas no supere 
19.000 euros.

Las modalidades de protección pública citadas en el apartado primero son únicamente las contempla-
das en el artículo 23 de la Ley 3/2001, de 26 de abril, sobre normas reguladoras de la Calidad, Promoción 
y Acceso a la Vivienda de Extremadura referidas a viviendas de protección oficial promovidas de forma 
pública o privada y viviendas de Promoción Pública.

La base máxima de esta deducción vendrá constituida por el importe anual establecido como límite 
para la deducción de vivienda habitual contemplada por la normativa estatal.

La deducción establecida en este apartado requerirá que el importe comprobado del patrimonio del 
contribuyente, al finalizar el periodo de la imposición, exceda del valor que arrojase su comprobación 
al inicio del mismo, al menos en la cuantía de las inversiones realizadas, de acuerdo con los requisitos 
establecidos con carácter general por la normativa estatal reguladora del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

2. A la misma deducción y con los mismos requisitos establecidos en los párrafos anteriores, sin que ambas 
puedan simultanearse, tendrán derecho las personas que tengan la condición de víctimas del terrorismo 
o, en su defecto y por este orden, su cónyuge o pareja de hecho o los hijos que vinieran conviviendo con 
las mismas, sin que sean de aplicación los límites de edad reflejados en el párrafo segundo del apartado 1 
de este artículo.

Artículo 9 Deducción autonómica por la compra de material escolar 
Los contribuyentes que tengan a su cargo hijos o descendientes en edad escolar obligatoria tendrán derecho a 
aplicar una deducción de 15 euros en la cuota íntegra autonómica por la compra de material escolar, siempre 
que las sumas de las bases imponibles general y del ahorro no sea superior a 19.000 euros en caso de tributa-
ción individual o a 24.000 euros en caso de tributación conjunta.

Se podrá aplicar la deducción por cada hijo o descendiente por los que tengan derecho al mínimo por des-
cendientes regulado en el artículo 58 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta 
de No Residentes y sobre el Patrimonio.

Sólo tendrán derecho a practicar la deducción los padres o ascendientes que convivan con sus hijos o des-
cendientes escolarizados. 

Cuando un hijo o descendiente conviva con ambos padres o ascendientes el importe de la deducción se 
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prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de ellos, en el caso de que optaran por tributación 
individual.

Artículo 10 Importe máximo de las deducciones 
Una vez aplicadas las deducciones recogidas en los artículos anteriores, y las establecidas por la normativa del 
Estado que procedan, la parte autonómica de la cuota líquida no podrá ser negativa.

Si la suma de las deducciones arrojara una cantidad superior a la parte autonómica de la cuota líquida, ésta 
última será igual a cero.

Artículo 11 Aplicación de las deducciones 
1. A los efectos de la aplicación de esta ley:

a. El concepto de familia numerosa es el establecido en la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protec-
ción a las Familias Numerosas.

b. El grado de discapacidad será el determinado conforme al baremo establecido en el artículo 148 del 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio o normativa que la sustituya.

c. El mínimo por descendiente es el regulado en la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas.

d. Se considera vivienda habitual aquella que se ajusta a la definición y a los requisitos establecidos en la 
normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

e. Se considera vivienda de nueva construcción aquella cuya adquisición represente su primera transmi-
sión con posterioridad a la declaración de obra nueva, siempre que no hayan transcurrido tres años 
desde ésta. Asimismo se considera vivienda de nueva construcción cuando el contribuyente satisfaga 
directamente los gastos derivados de la ejecución de las obras.

f. Se considera que el contribuyente adquiere primera vivienda cuando no dispusiera, ni hubiera dis-
puesto, de ningún derecho de plena propiedad igual o superior al cincuenta por ciento sobre otra 
vivienda.

2. La aplicación de las deducciones reguladas en los artículos anteriores requerirá justificación documental 
adecuada.

CAPÍTULO II 
IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO

Artículo 12 Mínimo exento general y para discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales 
1. En el supuesto de obligación personal, con carácter general, la base imponible se reducirá, en concepto de 

mínimo exento, en el importe de 700.000 euros.
2. No obstante, para los contribuyentes que fueren discapacitados físicos, psíquicos o sensoriales, ese mínimo 

exento será el siguiente:
a. 800.000 euros, si el grado de discapacidad fuera igual o superior al 33 por 100 e inferior al 50 por 

100.
b. 900.000 euros, si el grado de discapacidad fuera igual o superior al 50 por 100 e inferior al 65 por 

100.
c. 1.000.000 euros, si el grado de discapacidad fuera igual o superior al 65 por 100.

3. Para aplicar el mínimo exento señalado en el apartado anterior, el contribuyente deberá tener la conside-
ración legal de minusválido, y los grados de discapacidad indicados en el apartado anterior serán los que 
resulten de aplicar el baremo a que se refiere el artículo 148 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Artículo 13 Tipo de gravamen 
La cuota íntegra del impuesto regulada en el artículo 30 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto 
sobre el Patrimonio, se obtendrá aplicando a la base liquidable los tipos que se indican en la siguiente escala:
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Base liquidable 
Hasta euros

Cuota íntegra 
Euros

Resto base liquidable 
Hasta euros

Tipo aplicable 
Porcentaje

0 0 17.707,20 12

0,00 0 167.129,45 0,30

167.129,45 501,39 167.123,43 0,45

334.252,88 1.253,44 334.246,87 0,75

668.499,75 3.760,30 668.499,76 1,35

1.336.999,01 12.785,04 1.336.999,50 1,95

2.673.999,01 38.856,53 2.673.999,02 2,55

5.347.998,03 107.043,51 5.347.998,03 3,15

10.695.996,06 275.505,45 En adelante 3,75

CAPÍTULO III 
IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES 

Sección 1
Disposición General

Artículo 14 Reducciones en la base imponible 
Para el cálculo de la base liquidable resultarán aplicables las reducciones recogidas en el artículo 20.2 de la 
Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, con las especialidades que 
se establecen en los artículos siguientes.

Sección 2
Sucesiones

Artículo 15 Reducción en la base imponible a favor del cónyuge, los descendientes y los ascendientes por herencias 
en las que el caudal hereditario no sea superior a 600.000 euros 
1. Sin perjuicio de las reducciones previstas en el artículo 20 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, en otras Leyes estatales, de las contempladas en esta norma y 
de cualquier otra que pudiera ser de aplicación en virtud de las disposiciones dictadas por la Comunidad 
Autónoma de Extremadura en ejercicio de su competencia normativa, se aplicará una reducción propia 
para adquisiciones mortis causa, incluidas las de los beneficiarios de pólizas de seguros de vida para el caso 
de fallecimiento del asegurado, cuando el caudal hereditario del causante no sea superior a 600.000 euros, 
siempre que concurran en el sujeto pasivo los siguientes requisitos:
a. Que esté comprendido en los Grupos I y II del apartado 2.a) del artículo 20 de la Ley 29/1987, de 

18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
b. Que su patrimonio preexistente no supere los 300.000 euros.

2. El importe de esta reducción de la base imponible consistirá en una cantidad variable, la cual sumada al 
de las restantes reducciones aplicables por el contribuyente, excluida la que corresponde a quienes padez-
can una minusvalía igual o superior al 33 por 100 o una incapacidad permanente equiparable, deberá ser 
igual a 175.000 euros. Si la suma de las restantes reducciones fuera igual o superior a 175.000 euros no 
procedería la reducción a que se refiere este apartado.

3. En los supuestos en que proceda la aplicación del tipo medio efectivo de gravamen, por desmembración 
de dominio o acumulación de donaciones a la sucesión, el límite de 175.000 euros contemplado en el 
apartado anterior estará referido al valor íntegro de los bienes que sean objeto de adquisición.

4. La aplicación del beneficio fiscal establecido en este precepto deberá solicitarse expresamente por los obli-
gados tributarios durante el plazo de presentación de la declaración o autoliquidación del impuesto, a que 
se refiere el artículo 67.1.a del Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, que aprueba el Reglamento 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
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Artículo 16 Mejora de la reducción personal en las adquisiciones por causa de muerte para los causahabientes 
incluidos en el Grupo I de parentesco 
Los causahabientes incluidos dentro del Grupo I del artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, podrán aplicarse una reducción en la base imponible de 
18.000 euros, más 6.000 euros por cada año menos de 21 que tenga el contribuyente, sin que la reducción 
pueda exceder de 70.000 euros.

Artículo 17 Mejora de la reducción de la base imponible para las personas discapacitadas en las adquisiciones por 
causa de muerte 
1. En las adquisiciones por causa de muerte, además de la reducción que les pudiera corresponder en función 

de su grado de parentesco con el causante, las personas que tengan la consideración legal de minusválidos 
podrán aplicar sobre la base imponible una reducción de acuerdo con la siguiente escala:
a. 60.000 euros si el grado de discapacidad fuera igual o superior al 33 por 100 e inferior al 50 por 100.
b. 120.000 euros si el grado de discapacidad fuera igual o superior al 50 por 100 e inferior al 65 por 100.
c. 180.000 euros si el grado de discapacidad fuera igual o superior al 65 por 100.

2. El grado de discapacidad a que se refiere el apartado anterior será el que resulte de aplicar el artículo 148 
del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio.

Artículo 18 Mejora de la reducción de la base imponible en la adquisición por causa de muerte de la vivienda 
habitual del causante 
1. En las adquisiciones por causa de muerte, cuando se incluya el valor de la vivienda habitual del causante, el 

porcentaje de reducción previsto en el artículo 20.2 c) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, reguladora 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, será el que resulte de aplicar la siguiente escala:

Valor real del imueble (En euros) Porcentaje de reducción

0 0

Hasta 122.000 100 %

Desde 122.000,01 hasta 152.000 99 %

Desde 152.000,01 hasta 182.000 98 %

Desde 182.000,01 hasta 212.000 97 %

Desde 212.000,01 hasta 242.000 96 %

Más de 242.000 95 %

2. Esta reducción será de aplicación con los mismos límites y requisitos establecidos en la legislación estatal.

Artículo 19 Reducción por la adquisición de la vivienda habitual del causante acogida a determinadas modalida-
des de vivienda de protección pública 
Cuando en la base imponible de una adquisición por causa de muerte esté incluido el valor de la vivienda 
habitual del causante, situada en Extremadura, para obtener la base liquidable se aplicará en la imponible 
una reducción del 100 por 100 del mencionado valor siempre que concurran las siguientes circunstancias:
a. Que la vivienda esté acogida a determinadas modalidades de vivienda de protección pública y mantenga 

tal calificación en la fecha de fallecimiento del causante. 
A efectos de este apartado las modalidades de protección pública son únicamente las contempladas 

en el artículo 23 de la Ley 3/2001, de 26 de abril, de la Calidad, Promoción y Acceso a la Vivienda 
de Extremadura, referidas a viviendas de protección oficial promovidas de forma pública o privada y 
viviendas de Promoción Pública.

b. Que el adquirente sean el cónyuge, ascendientes o adoptantes, descendientes o adoptados que hayan 
convivido con el causante en el año anterior a la muerte y continúen en el uso de la vivienda, cons-
tituyendo su residencia habitual, durante los 5 años siguientes, salvo que falleciere en ese plazo. Esta 
reducción se aplicará igualmente cuando se acredite convivencia de hecho mediante su inscripción en 
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algún registro público o declaración ante fedatario competente.
c. Que el adquirente mantenga en su patrimonio la adquisición durante los cinco años siguientes al falle-

cimiento del causante, salvo que falleciese a su vez dentro de este plazo.

Artículo 20 Mejora de la reducción por la adquisición por causa de muerte de explotaciones agrarias 
Cuando en la base imponible de la adquisición por causa de muerte esté incluido el valor de una explota-
ción agraria situada en el territorio de Extremadura, o de derechos de usufructo sobre la misma, se elevan 
al 100 por 100, con el límite del valor real de los bienes y derechos transmitidos, las reducciones de la base 
imponible del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones reguladas en los artículos 9, 10, 11 y 20.2 de la Ley 
19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones Agrarias, siempre que se cumplan los requi-
sitos exigidos en la mencionada ley.

Artículo 21 Reducción en la adquisición por causa de muerte de empresa individual, negocio profesional o de 
participaciones en entidades societarias 
1. Cuando en la base imponible de una adquisición por causa de muerte esté incluido el valor de una empre-

sa individual, de un negocio profesional o de participaciones en entidades societarias, para obtener la base 
liquidable se aplicará en la imponible una reducción propia de la Comunidad Autónoma del 100 por 100 
del mencionado valor, siempre que concurran las siguientes circunstancias:
a. Que sea de aplicación la exención regulada en el apartado 8.º del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 

de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.
b. Que la actividad se ejerza en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
c. Que la adquisición corresponda al cónyuge o a descendientes. A falta de éstos últimos, la reducción 

será de aplicación a los ascendientes y colaterales por consanguinidad hasta el tercer grado de paren-
tesco con la persona fallecida.

d. Que, tratándose de adquisición de participaciones en entidades societarias, el causahabiente alcance al 
menos el 50 por 100 del capital social, ya sea computado de forma individual o conjuntamente con su 
cónyuge, descendientes, ascendientes o parientes colaterales hasta el tercer grado por consanguinidad 
y que la entidad no cotice en mercados organizados.

e. Que el adquirente mantenga en su patrimonio la adquisición durante los diez años siguientes al falle-
cimiento del causante, salvo que falleciere a su vez dentro de ese plazo.

f. Que se mantenga el domicilio fiscal de la empresa o negocio o el domicilio fiscal y social de la entidad 
societaria en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura durante los diez años siguien-
tes al fallecimiento del causante.

2. Esta reducción no será aplicable a las empresas individuales, negocios profesionales o entidades societarias 
cuya actividad sea la gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario.

3. La reducción regulada en este artículo sólo la podrá aplicar el adquirente que se adjudique la empresa 
individual o el negocio profesional. En el supuesto de participaciones en entidades societarias, la podrán 
aplicar sus adjudicatarios.

Sección 3 
Donaciones

Artículo 22 Reducción en las donaciones a descendientes de cantidades destinadas a la adquisición de la primera 
vivienda que vaya a constituir su residencia habitual 
1. En las donaciones a los hijos y descendientes, mayores de edad o menores emancipados, de cantidades de 

dinero destinadas a la adquisición de su primera vivienda habitual, se aplicará una reducción propia de la 
Comunidad del 99 por 100 del importe de las donaciones, en los primeros 122.000 euros.

2. La aplicación de esta reducción queda sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a. Las donaciones deben formalizarse en escritura pública y en ella debe constar de forma expresa la 

voluntad de que el dinero donado se destine a la adquisición de la primera vivienda habitual del 
donatario.

b. El donatario debe adquirir la vivienda en el plazo máximo de seis meses desde la fecha de la donación 
o desde la fecha de la primera donación, si las hay sucesivas. Esta reducción no es aplicable a donacio-
nes posteriores a la adquisición de la vivienda.
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c. La vivienda que se adquiera debe estar situada en uno de los municipios de Extremadura y mantener-
se en el patrimonio del donatario durante los cinco años siguientes a su adquisición, salvo que fallezca 
durante ese plazo.

3. Se entiende por adquisición de la primera vivienda habitual la obtención, en plena propiedad, de la tota-
lidad de la vivienda o de la mitad indivisa, en caso de cónyuges y parejas de hecho inscritas en el Registro 
a que se refiere el artículo 4 de la Ley 5/2003, de 20 de marzo, de Parejas de Hecho de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura.

4. No tienen derecho a esta reducción los contribuyentes a los que corresponda la aplicación de un coeficien-
te multiplicador superior al del primer tramo de la escala establecida en el artículo 22 de la Ley 29/1987, 
de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Artículo 23 Reducción en la donación de vivienda habitual a descendientes 
1. En la donación a los hijos y descendientes, mayores de edad o menores emancipados, de una vivienda que 

vaya a constituir su residencia habitual se aplicará una reducción propia de la Comunidad del 99 por 100 
sobre el valor neto de la adquisición, en los primeros 122.000 euros.

2. La aplicación de esa reducción queda sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a. La vivienda debe estar ya construida y situada en uno de los municipios de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura.
b. La transmisión será del pleno dominio, sin que los donantes puedan reservarse parte del inmueble o 

derechos de usufructo, uso y habitación.
c. Deberá ser la primera vivienda que adquiere el donatario y debe constituir su residencia habitual.
d. El donatario ha de conservar en su patrimonio la vivienda durante los cinco años siguientes a la do-

nación salvo que fallezca durante ese plazo.
e. En el supuesto de que una misma vivienda se done por los ascendientes a más de uno de sus descen-

dientes, se aplicará esta reducción sobre la porción adquirida a los que individualmente reúnan las 
condiciones especificadas en los apartados c) y d) anteriores.

3. La aplicación de esta reducción se encuentra condicionada a que se haga constar en la escritura pública 
en la que se formalice la donación que el inmueble va a constituir la primera vivienda habitual para el 
donatario o donatarios y el compromiso de no transmitirla en los cinco años siguientes a su adquisición.

No se aplicará la reducción si no consta dicha declaración en el documento, ni tampoco cuando se 
produzcan rectificaciones de la escritura pública que subsanen su omisión.

4. No tienen derecho a esta reducción los contribuyentes a los que corresponda la aplicación de un coeficien-
te multiplicador superior al del primer tramo de la escala establecida en el artículo 22 de la Ley 29/1987, 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Artículo 24 Reducción en la donación a descendientes de un solar o del derecho de sobreedificación destinado a la 
construcción de la vivienda habitual 
1. En la donación a los hijos y descendientes de un solar o del derecho de sobreedificación destinado a la 

construcción de la primera vivienda que vaya a constituir su residencia habitual se aplicará una reducción 
propia de la Comunidad del 99 por 100 en el valor neto de la adquisición, sobre los primeros 80.000 
euros.

2. La aplicación de esa reducción queda sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a. El solar o el derecho de sobreedificación donado debe estar situado o ejercerse en uno de los munici-

pios de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
b. La transmisión será del pleno dominio sobre la totalidad del solar o del derecho de sobreedificación, 

sin que los donantes puedan reservarse derechos de usufructo, uso y habitación.
c. La vivienda deberá estar construida en el plazo máximo de cuatro años desde que se otorgue el docu-

mento público de donación. A efectos de su acreditación, deberá aportarse la correspondiente cédula 
de habitabilidad o la licencia de primera ocupación.

d. El donatario no puede ser titular de otra vivienda en propiedad en el momento de la formalización 
de la donación.

e. La vivienda construida sobre el solar o tras ejercer el derecho de sobreedificación donado deberá per-
manecer en el patrimonio del donatario durante los cinco años siguientes a la fecha de la obtención 
de la cédula de habitabilidad o la licencia de primera ocupación, salvo que fallezca durante ese plazo 
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o concurran circunstancias que necesariamente exijan el cambio de vivienda, tales como separación 
matrimonial, traslado laboral, obtención del primer empleo o empleo más ventajoso u otras análogas.

f. En el supuesto de que un mismo solar o derecho de sobreedificación se done por los ascendientes a 
más de uno de sus descendientes, se aplicará esta reducción sobre la porción adquirida a los que indi-
vidualmente reúnan las condiciones especificadas en los apartados anteriores.

3. La aplicación de esta reducción se encuentra condicionada a que se haga constar en la escritura pública en 
la que se formalice la donación que sobre el solar o el derecho de sobreedificación donado se va a construir 
la primera vivienda habitual para el donatario o donatarios.

No se aplicará la reducción si no consta dicha declaración en el documento, ni tampoco cuando se 
presenten escrituras de rectificación que subsanen su omisión una vez vencido el plazo de un mes desde 
el otorgamiento de la escritura inicial.

4. No tienen derecho a esta reducción los contribuyentes a los que corresponda la aplicación de un coeficien-
te multiplicador superior al del primer tramo de la escala establecida en el artículo 22 de la Ley 29/1987, 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Artículo 25 Reducción en las donaciones a descendientes de cantidades destinadas a constituir o adquirir una 
empresa individual o un negocio profesional o para adquirir participaciones en entidades 
1. En las donaciones a los hijos y descendientes de cantidades destinadas a constituir o adquirir una empresa 

individual o un negocio profesional, o para adquirir participaciones en entidades, se aplicará una reduc-
ción propia de la Comunidad Autónoma del 99 por 100 sobre los primeros 120.000 euros de la cantidad 
donada, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 30 de esta ley.

2. La aplicación de esta reducción queda sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a. La donación debe formalizarse en escritura pública y en ella debe constar de forma expresa la volun-

tad de que el dinero donado se destina por parte del donatario a la constitución o adquisición de su 
primera empresa individual o de su primer negocio profesional, o a la adquisición de sus primeras 
participaciones sociales en entidades que cumplan los requisitos previstos en este artículo.

b. El donatario debe ser mayor de edad o menor emancipado en la fecha de formalización de la dona-
ción.

c. La constitución o adquisición de la empresa individual, del negocio profesional o de las participacio-
nes sociales tiene que llevarse a cabo en el plazo máximo de seis meses desde la formalización de la 
donación.

d. El donatario ha de tener un patrimonio inferior a 402.678,11 euros en la fecha de formalización de 
la donación.

e. Si lo que se adquiere es una empresa individual o un negocio profesional, el importe neto de la cifra 
de negocios del último ejercicio cerrado no puede superar los límites siguientes: 
 ❖ 3 millones de euros en el caso de adquisición de empresa individual.
 ❖ 1 millón de euros en el caso de adquisición de negocio profesional.

f. En el caso de adquisición de las participaciones de una entidad, deberán cumplirse los requisitos pre-
vistos en el apartado anterior y, además, los siguientes: 
 ❖ Debe tratarse de participaciones en entidades que, con forma de sociedad anónima o limitada, 

realicen una actividad empresarial o profesional prevista en su objeto social.
 ❖ Las participaciones adquiridas por el donatario tienen que representar, como mínimo, el 50 % del 

capital social de la entidad.
 ❖ El donatario tiene que ejercer efectivamente funciones de dirección en la entidad.

g. Tanto en el caso de adquirir una empresa o un negocio profesional como en el supuesto de adquirir 
participaciones sociales, no tiene que existir ninguna vinculación en los términos previstos en el 
artículo 16 Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, entre aquéllas y el donatario.

h. El domicilio fiscal o social de la empresa, negocio o entidad societaria han de estar situados en el te-
rritorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura y mantenerse durante los diez años siguientes a 
la fecha de la escritura pública de la donación.

i. El donatario ha de mantener lo adquirido en su patrimonio durante el período señalado en la letra 
anterior y no podrá realizar actos de disposición y operaciones societarias que directa o indirectamen-
te puedan dar lugar a una minoración sustancial del valor de adquisición.
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3. Estos límites deben aplicarse tanto en el caso de una única donación como en el caso de donaciones suce-
sivas, ya provengan del mismo ascendiente o de diferentes ascendientes.

Artículo 26 Reducción en las donaciones de empresas individuales, negocios profesionales y participaciones en 
entidades societarias 
En las donaciones de una empresa individual, de un negocio profesional o de participaciones en entidades 
societarias que no coticen en mercados organizados, se aplicará una reducción propia de la Comunidad del 
99 por 100 del valor de la empresa, negocio o participaciones, siempre que concurran las siguientes circuns-
tancias:

a. Que sea de aplicación la exención regulada en el apartado 8.º del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 
de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.

b. Que la actividad se ejerza en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
c. Que el donante tenga 65 o más años o se encuentre en situación de incapacidad permanente, en gra-

do de absoluta o gran invalidez y que, si viniera ejerciendo funciones de dirección, dejare de ejercer 
y percibir remuneraciones por el ejercicio de dichas funciones desde el momento de la transmisión. 
A estos efectos no se entenderá comprendida entre las funciones de dirección la mera pertenencia al 
Consejo de Administración de la sociedad.

d. Que los donatarios sean los descendientes o el cónyuge del donante.
e. Que el donatario mantenga lo adquirido en su patrimonio durante los diez años siguientes a la fecha 

de la escritura pública de donación, salvo que falleciera dentro de ese plazo.
f. Que se mantenga el domicilio fiscal de la empresa o negocio o el domicilio fiscal y social de la entidad 

societaria en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura durante los diez años siguien-
tes a la fecha de la escritura pública de donación.

g. Que, tratándose de adquisición de participaciones societarias, el donatario alcance al menos el 50 
por 100 del capital social, ya sea computado de forma individual o conjuntamente con su cónyuge, 
descendientes, ascendientes o parientes colaterales hasta el tercer grado por consanguinidad

Artículo 27 Reducción en las donaciones a descendientes de inmuebles destinados a desarrollar una actividad 
empresarial o un negocio profesional 
1. En las donaciones a los hijos y descendientes de inmuebles destinados a desarrollar una actividad empre-

sarial, excepto la de arrendamiento, o un negocio profesional, se aplicará una reducción propia de la Co-
munidad Autónoma del 99 por 100 sobre los primeros 120.000 euros de la cantidad donada, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 30 de esta ley.

2. La aplicación de esta reducción queda sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a. En la escritura pública en la que se formalice la donación debe constar de forma expresa que el in-

mueble donado se destinará exclusivamente por parte del donatario a la constitución de su primera 
empresa individual o de su primer negocio profesional.

b. El donatario debe ser mayor de edad o menor emancipado en la fecha de formalización de la dona-
ción y estar dado de alta en el censo de empresarios, profesionales y retenedores previsto en la nor-
mativa estatal. El documento acreditativo del alta en el citado censo deberá ser incorporado por el 
Notario a la escritura de donación.

c. La constitución de la empresa individual o del negocio profesional tiene que llevarse a cabo en el 
plazo máximo de seis meses desde la formalización de la donación.

d. El inmueble debe conservarse en el patrimonio del donatario durante los cinco años siguientes a la 
fecha de la donación, salvo que fallezca durante ese plazo.

e. El donatario ha de tener un patrimonio inferior a 402.678,11 euros en la fecha de formalización de 
la donación.

f. La fecha de la escritura pública de la donación.
g. En el supuesto de que un mismo inmueble se done por los ascendientes a más de uno de sus descen-

dientes, se aplicará esta reducción sobre la porción adquirida a los que individualmente reúnan las 
condiciones especificadas en los apartados anteriores.

3. Estos límites deben aplicarse tanto en el caso de una única donación como en el caso de donaciones suce-
sivas, ya provengan del mismo ascendiente o de diferentes ascendientes.
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Artículo 28 Reducción en las donaciones de explotaciones agrarias 
En las donaciones a los descendientes y cónyuge de una explotación agraria situada en el territorio de Ex-
tremadura o de derechos de usufructo sobre la misma, se elevan al 99 por 100 las reducciones de la base 
imponible del Impuesto sobre sucesiones y donaciones reguladas en los artículos 9, 10, 11 y 20.2 de la Ley 
19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones Agrarias siempre que se cumplan los requi-
sitos exigidos en la mencionada ley.

Artículo 29 Reducción en las donaciones a descendientes de cantidades destinadas a formación 
1. En las donaciones a los hijos y descendientes de cantidades destinadas a formación de postgrado se aplicará 

una reducción propia de la Comunidad Autónoma del 99 por 100 sobre los primeros 120.000 euros de 
la cantidad donada, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 30 de esta ley.

2. La aplicación de esta reducción queda sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a. La donación debe formalizarse en escritura pública y en ella debe constar de forma expresa la volun-

tad de que el dinero donado se destina por parte del donatario a su formación de postgrado.
b. El donatario debe ser mayor de edad o menor emancipado en la fecha de formalización de la dona-

ción.
c. El donatario ha de tener un patrimonio inferior a 402.678,11 euros en la fecha de formalización de 

la donación.
3. Estos límites deben aplicarse tanto en el caso de una única donación como en el caso de donaciones suce-

sivas, ya provengan del mismo ascendiente o de diferentes ascendientes.

Artículo 30 Aplicación de las reducciones en las donaciones a descendientes destinadas al desarrollo de una activi-
dad económica y a la formación 
1. Las reducciones en las donaciones a los hijos y descendientes destinadas al desarrollo de una actividad 

económica o a la formación a las que se refieren los artículos 25, 27 y 29 de esta ley, no podrán superar en 
conjunto la cantidad de 120.000 euros.

2. En el supuesto de no cumplirse cualquiera de los requisitos establecidos para disfrutar de los beneficios 
fiscales previstos en los artículos 25, 27 y 29 de esta ley, se aplicará lo dispuesto en el artículo 64.2 de este 
Texto Refundido.

Sección 4 
Normas comunes

Artículo 31 Equiparaciones 
A los efectos de la aplicación de los beneficios fiscales regulados en este capítulo se asimilarán a los cónyuges 
los miembros de uniones de hecho que hayan tenido convivencia estable de pareja y cuya unión se haya 
inscrito en el Registro regulado en apartado 3 del artículo 4 de la Ley 5/2003, de 20 de marzo, de Parejas de 
Hecho de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 32 Reducciones en la base imponible 
1. En ningún caso podrá ser aplicable sobre un bien o porción del mismo más de una reducción o beneficio 

fiscal que haya sido establecido por la normativa estatal o autonómica extremeña en consideración a la 
naturaleza del bien bonificado. En particular, serán incompatibles entre sí, y cada una de ellas con las aná-
logas establecidas en la legislación estatal, tanto las reducciones previstas en los artículos 18 y 19, como las 
contempladas en los artículos 20, 21, 26 y 28 de esta ley.

2. En los supuestos de aplicación de las reducciones contempladas en los artículos 21 y 26 el adquirente no 
podrá realizar actos de disposición y operaciones societarias que, directa o indirectamente, puedan dar lu-
gar a una minoración sustancial del valor de la adquisición. En el caso de incumplimiento de este requisito 
de permanencia se aplicará lo dispuesto en el artículo 64.2.

3. A los efectos de la aplicación de las reducciones contempladas en este capítulo:
a. El término «explotación agraria» es el definido en la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización 

de las Explotaciones Agrarias.
b. El concepto de grado de discapacidad y vivienda habitual son los definidos en el artículo 11 de esta 

ley.
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4. Para la aplicación de las reducciones establecidas en este capítulo las limitaciones cuantitativas relativas a 
la base imponible u otros parámetros del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se referirán al 
último período cuyo plazo reglamentario de presentación estuviera concluido a la fecha de devengo.

Artículo 33 Tasación Pericial Contradictoria en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 
1. En corrección del resultado obtenido en la comprobación de valores del Impuesto sobre Sucesiones y 

Donaciones, los interesados podrán promover la práctica de la tasación pericial contradictoria mediante 
solicitud presentada dentro del plazo del primer recurso o reclamación que proceda contra la liquidación 
efectuada de acuerdo con los valores comprobados administrativamente, en los términos previstos en el 
artículo 135.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

2. La presentación de la solicitud de tasación pericial contradictoria o la reserva del derecho a promoverla, 
en caso de notificación conjunta de los valores y de las liquidaciones que los hayan tenido en cuenta, 
determinará la suspensión del ingreso de las liquidaciones practicadas y de los plazos de reclamación que 
contra las liquidaciones procedan.

Artículo 34 Obligaciones formales del sujeto pasivo en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 
En el caso de transmisiones «mortis causa», los sujetos pasivos estarán obligados a presentar junto con la 
declaración tributaria a que se refiere el artículo 31 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, un certificado emitido por la entidad financiera correspondiente por cada 
cuenta bancaria de la cual fuera titular el causante, en el que deberán constar los movimientos efectuados en 
el período del año natural anterior a su fallecimiento.

CAPÍTULO IV 
IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS

Sección 1 
Transmisiones patrimoniales onerosas

Artículo 35 Tipo de gravamen general para operaciones inmobiliarias 
ºeales de garantía, la cuota tributaria se obtendrá aplicando sobre la base liquidable la siguiente tarifa:

Porción de base liquidable comprendida entre Tipo aplicable

Entre 0 y 360.000 euros 8 %

Entre 360.000,01 y 600.000 euros 10 %

Más de 600.000 euros 11 %

2. La cuota íntegra será la suma de las cuotas correspondientes a las cantidades situadas dentro de cada esca-
lón, a las que se aplica el tipo propio de cada uno de ellos.

Artículo 36 Tipo de gravamen de las concesiones administrativas y actos administrativos asimilados 
1. El tipo impositivo aplicable a las concesiones administrativas y a los actos y negocios administrativos fis-

calmente equiparados a aquéllas, como constitución de derechos, será el 8 por 100, siempre que dichos 
actos lleven aparejada una concesión demanial, derechos de uso o facultades de utilización sobre bienes de 
titularidad de entidades públicas calificables como inmuebles conforme al artículo 334 del Código Civil.

2. La ulterior transmisión onerosa por actos «inter vivos» de las concesiones y actos asimilados del apartado 
anterior tributará, asimismo, al tipo impositivo del 8 por 100.

Artículo 37 Tipo de gravamen en la transmisión de bienes muebles y semovientes 
El tipo impositivo aplicable en la transmisión onerosa de bienes muebles y semovientes, así como en la cons-
titución y cesión de derechos reales que recaigan sobre los mismos, excepto los derechos reales de garantía, 
será el 6 por 100.
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Artículo 38 Tipo de gravamen reducido en las adquisiciones de viviendas de protección oficial con precio máximo 
legal y destinadas a vivienda habitual 
Se aplicará el tipo reducido del 4 por 100 para aquellas transmisiones de viviendas calificadas de Protección 
Oficial con precio máximo legal que vayan a constituir la vivienda habitual del adquirente.

La condición de vivienda de protección oficial con precio máximo legal, a los efectos de la obtención de 
este beneficio fiscal, se acreditará mediante certificación expedida por el órgano correspondiente de esta 
Comunidad Autónoma.

Artículo 39 Tipo de gravamen reducido en las adquisiciones de viviendas habituales que no tengan la considera-
ción de viviendas de protección oficial de precio máximo legal 
Se aplicará el tipo reducido del 7 por 100 a las transmisiones de inmuebles que vayan a constituir la vivienda 
habitual del sujeto pasivo, siempre que se cumplan simultáneamente los siguientes requisitos:

a. Que el valor real de la vivienda no supere los 122.000 euros.
b. Que la suma de las bases imponibles general y del ahorro del impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas del adquirente no sea superior a 19.000 euros en tributación individual o a 24.000 euros en 
caso de tributación conjunta y siempre que la renta total anual de todos los miembros de la familia que 
vayan a habitar la vivienda no exceda de 30.000 euros anuales, incrementados en 3.000 euros por cada 
hijo que conviva con el adquirente. A los efectos de computar los rendimientos correspondientes, debe 
tenerse en cuenta la equiparación que establece la regla 2.ª del artículo 46.3 de esta ley.

Artículo 40 Bonificación autonómica en la adquisición de vivienda habitual por determinados colectivos 
1. Se establece una bonificación del 20 por 100 de la cuota para la adquisición de vivienda habitual a la que, 

conforme al artículo anterior, le fuese aplicable el tipo del 7 por 100, siempre que concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:
a. Que el contribuyente tenga en la fecha del devengo del impuesto menos de 35 años cumplidos.
b. Que vaya a constituir vivienda habitual de una familia que tenga la consideración legal de numerosa 

en la fecha de adquisición.
c. Que el contribuyente padezca una discapacidad física, psíquica o sensorial y tenga la consideración 

legal de minusválido con un grado de minusvalía igual o superior al 65 por 100, de acuerdo con el 
baremo a que se refiere el artículo 148 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, o acredite necesitar ayuda de terceros 
para desplazarse, o tenga movilidad reducida, o haya sido declarado judicialmente incapacitado.

2. En los supuestos de las letras a) y c) del apartado anterior, si la adquisición se realiza por dos personas casa-
das o por una pareja de hecho inscrita en el Registro a que se refiere al apartado 3 del artículo 4 de la Ley 
5/2003, de 20 de marzo, de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma de Extremadura, el requisito 
de la edad o el de discapacidad deberá cumplirlo, al menos, uno de los cónyuges, si no están separados 
legalmente o de hecho, o un miembro de la pareja de hecho.

Artículo 41 Tipo de gravamen reducido en las adquisiciones de inmuebles destinados a desarrollar una actividad 
empresarial o un negocio profesional 
1. Se aplicará el tipo reducido del 6 por 100 a las transmisiones de inmuebles, cualquiera que sea su valor 

real, destinados exclusivamente a constituir o continuar una actividad empresarial, excepto la de arrenda-
miento, o un negocio profesional.

2. La aplicación de esta reducción queda sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a. La transmisión debe efectuarse en escritura pública en la que se hará constar de forma expresa que el 

inmueble se destinará exclusivamente por parte del adquirente al desarrollo de una actividad empre-
sarial o de un negocio profesional.

b. El adquirente debe ser una persona física y estar dado de alta en el censo de empresarios, profesionales 
y retenedores previsto en la normativa estatal.

c. La actividad o el negocio tiene que realizarse en el inmueble adquirido en el plazo máximo de seis 
meses desde la transmisión.

d. El inmueble debe conservarse en el patrimonio del adquirente durante los tres años siguientes a la 
fecha de la transmisión salvo que fallezca durante ese plazo.
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3. Si se dejaran de cumplir cualquiera de los requisitos establecidos en el apartado anterior, se estará a lo 
dispuesto en el artículo 64.2 de la presente ley.

Sección 2 
Actos jurídicos documentados

Artículo 42 Tipo de gravamen general para los documentos notariales 
La cuota tributaria se obtendrá aplicando sobre la base liquidable el tipo general del 1,20 por 100 en las pri-
meras copias de escrituras y actas notariales sujetas como Documentos Notariales, sin perjuicio de los tipos 
impositivos que para determinadas operaciones se establecen con carácter específico.

Artículo 43 Tipo de gravamen reducido para las escrituras públicas que documenten la adquisición de vivienda 
habitual y préstamos hipotecarios destinados a su financiación 
Se aplicará el tipo de gravamen del 0,75 por 100 a las escrituras públicas que documenten la adquisición de 
inmuebles destinados a la vivienda habitual del sujeto pasivo, así como la constitución de préstamos hipote-
carios destinados a su financiación, siempre que concurran los siguientes requisitos:

a. Que el valor real de la vivienda no supere los 122.000 euros.
b. Que la suma de las bases imponibles general y del ahorro del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas del adquirente no sea superior a 19.000 euros en tributación individual o a 24.000 euros en 
caso de tributación conjunta y siempre que la renta total anual de todos los miembros de la familia 
que vayan a habitar la vivienda no exceda de 30.000 euros anuales, incrementados en 3.000 euros por 
cada hijo que conviva con el adquirente. A los efectos de computar los rendimientos correspondientes 
debe tenerse en cuenta la equiparación que establece la regla 2.ª del artículo 46.3 de esta ley.

Artículo 44 Tipo de gravamen reducido para las Sociedades de Garantía Recíproca 
Se aplicará el tipo de gravamen del 0,1 por 100 a los documentos notariales que formalicen la constitución 
y cancelación de derechos reales de garantía cuyo sujeto pasivo sea una Sociedad de Garantía Recíproca, que 
desarrolle su actividad en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 45 Tipo de gravamen incrementado aplicable a las escrituras públicas que formalicen transmisiones de 
inmuebles en que se realiza la renuncia a la exención del Impuesto sobre el Valor Añadido 
Se aplicará el tipo de gravamen del 2 por 100 en las primeras copias de escrituras que documenten transmi-
siones de bienes inmuebles en las que se haya procedido a renunciar a la exención del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, tal y como se prevé en el artículo 20. Dos de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido.

Sección 3 
Normas comunes

Artículo 46 Determinación de los conceptos en la aplicación de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 
1. Para la aplicación de los tipos impositivos reducidos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 

Actos Jurídicos Documentados regulados en los artículos 38, 39, 41 y 43 de esta ley, así como para la 
bonificación en cuota del artículo 40, se tendrán en cuenta las siguientes reglas:
1º Se considera vivienda habitual aquella que se ajusta a la definición y a los requisitos establecidos por 

la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
2º El concepto de familia numerosa es el determinado en la legislación estatal en la materia.
3º El grado de discapacidad se acreditará mediante certificación expedida por el órgano competente en 

la materia.
4º El concepto de unidad familiar es el que define la normativa aplicable al Impuesto sobre la Renta de 

las Personas Físicas.
5º Las limitaciones cuantitativas de la base imponible de la renta se referirán a la que conste en la decla-

ración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas relativa al último período impositivo cuyo 
plazo reglamentario de presentación estuviera concluido a la fecha de devengo.
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2. En el supuesto de no cumplirse los requisitos relativos al mantenimiento de la vivienda habitual en los 
términos regulados en la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o del inmueble destinado 
a desarrollar una actividad económica se aplicará lo dispuesto en el artículo 64.2 de la presente ley.

3. En relación con los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rídicos Documentados, deben tenerse en cuenta además las siguientes reglas:
1º Siempre que en algún precepto se aluda al cónyuge o cónyuges, se entenderán aquellos que no estén 

separados legalmente o de hecho.
2º Siempre que en algún precepto se aluda a matrimonio, cónyuge o cónyuges se entenderán equipara-

das las parejas que acrediten convivencia de hecho mediante su inscripción en algún registro público 
o declaración ante fedatario público.

3º Siempre que en algún precepto relativo a los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados se aluda a minusválidos o discapacitados debe 
tenerse en cuenta lo siguiente: 
a. Salvo que demuestren un grado de minusvalía o discapacidad mayor, quienes en el momento de 

la adquisición tengan reconocido el derecho a percibir una pensión de incapacidad permanente 
total, absoluta o gran invalidez y en el caso de los pensionistas de clases pasivas que tengan reco-
nocida una pensión de jubilación o retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutili-
dad, tendrán derecho a la reducción que, según la normativa autonómica, corresponda al tramo 
inferior establecido para las personas discapacitadas, es decir, cuando el grado de discapacidad 
fuera igual o superior al 33 por 100 e inferior al 50 por 100.

b. Quienes con anterioridad al momento de la adquisición hubieran sido declarados judicialmente 
incapacitados, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 200 del Código civil, tendrán derecho 
a la reducción que, según la normativa autonómica, corresponda al tramo superior establecido 
para las personas discapacitadas, es decir, cuando el grado de discapacidad fuera igual o superior 
al 65 por 100.

CAPÍTULO V 
TRIBUTOS SOBRE EL JUEGO

Sección 1 
Tasa sobre juegos de suerte, envite o azar 

Artículo 47 Base imponible 

1. Regla general. 
Por regla general, la base imponible del tributo estará constituida por el importe total de las cantidades que 
los jugadores dediquen a su participación en los juegos.
2. Reglas especiales. 
En los supuestos que se detallan a continuación, la base imponible será la siguiente:

a. En los casinos de juego, los ingresos brutos que obtengan procedentes del juego. Se entenderá por 
ingresos brutos la diferencia entre el importe total de los ingresos obtenidos procedentes del juego y 
las cantidades satisfechas a los jugadores por sus ganancias. 
No se computará en los citados ingresos la cantidad que se abone por la entrada en las salas reservadas 
para el juego.

b. En el juego del bingo, la base imponible la constituye la suma total de lo satisfecho por los jugadores 
por la adquisición de los cartones o valor facial de los cartones. 
En la modalidad de juego del bingo electrónico, la base imponible será el importe jugado, descontada 
la cantidad destinada a premios.

c. En los juegos sometidos a la tasa que se desarrollen de forma remota, la base imponible estará cons-
tituida por las cantidades que los jugadores dediquen a su participación en el juego, descontada la 
cantidad destinada a premios.

d. En los casos de explotación de máquinas de juego, la cuota fija aplicable será determinada para cada 
máquina o aparato en función del tipo de máquina y del número de jugadores.
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Artículo 48 Determinación de la base imponible 
1. La base imponible se determinará en régimen de estimación directa u objetiva. En el primer caso la base se 

determinará por el sujeto pasivo mediante declaración-liquidación en la forma y casos determinados por 
la Consejería competente en materia de hacienda.

2. En los supuestos de bingo electrónico y de juegos que se desarrollen de forma remota, el sujeto pasivo de-
berá disponer de un sistema informático que permita a la Consejería competente en materia de hacienda 
el control telemático de la gestión y pago de la tasa fiscal correspondiente.

Artículo 49 Tipos tributarios y cuotas fijas 
1. Los tipos de gravamen de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar serán los siguientes:

a. El tipo tributario general será del 20 por 100.
b. El tipo tributario aplicable a los juegos del bingo, bingo interconectado y bingo simultáneo será del 

18 por 100, y el aplicable al del bingo electrónico será del 25 por 100.
c. El tipo tributario aplicable a los juegos sometidos a la tasa que se desarrollen de forma remota, será 

del 10 por 100.
d. En los casinos de juego se aplicará la siguiente tarifa: 

Porción de base liquidable comprendida entre Tipo aplicable

Entre 0 y 2.000.000,00 euros 20 %

Entre 2.000.000,01 euros y 3.500.000,00 euros 35 %

Entre 3.500.000,01 euros y 5.000.000,00 euros 45 %

Más de 5.000.000,00 euros 55 %

2. Las cuotas fijas en los casos de explotación de máquinas o aparatos automáticos aptos para la realización 
de juegos, se determinarán en función de la clasificación de las máquinas realizada por la Ley 6/1998, de 
18 de junio, del juego de Extremadura y las disposiciones reglamentarias de desarrollo, según las siguien-
tes normas:
A) Máquinas de tipo «B» o recreativas con premio programado: 

a. Cuota trimestral de 850 euros.
b. Cuando se trate de máquinas o aparatos automáticos de tipo «B» en los que puedan intervenir 

dos o más jugadores de forma simultánea y siempre que el juego de cada uno de ellos sea inde-
pendiente del realizado por otros jugadores, será de aplicación la siguiente cuota: 
b.1. Máquinas o aparatos de dos jugadores: dos cuotas con arreglo a lo previsto en la letra a) 

anterior.
b.2. Máquinas o aparatos de tres o más jugadores: 1.675 euros, más el resultado de multiplicar 

por el coeficiente 615 el producto del número de jugadores por el precio máximo autorizado 
para la partida.

B) Máquinas de tipo «C» o de azar: 
a. Cuota trimestral de 1.175 euros.
b. Cuando se trate de máquinas o aparatos automáticos tipo «C» en los que puedan intervenir dos o 

más jugadores de forma simultánea, y siempre que el juego de cada uno de ellos sea independien-
te del realizado por otros jugadores, serán de aplicación las siguientes cuotas: 
b.1. Máquinas o aparatos de dos jugadores: dos cuotas con arreglo a lo previsto en la letra a) 

anterior.
b.2. Máquinas o aparatos de tres o más jugadores: 2.415 euros, más el resultado de multiplicar 

por 380 euros el número máximo de jugadores.
C) Otras máquinas, excluidas las reguladas en apartados anteriores o que desarrollen algún tipo de juego 

a los que no se aplique el tipo general o el específico de casinos: Cuota trimestral de 850 euros.
3. En caso de modificación del precio máximo de 20 céntimos de euro autorizado para la partida en máqui-

nas de tipo «B» o recreativas con premio, la cuota tributaria de 850 euros de la Tasa Fiscal sobre el Juego, 
se incrementará en 17,50 euros por cada cuatro céntimos de euro en que el nuevo precio máximo exceda 
de 20 céntimos de euro.
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Si la modificación se produjera con posterioridad al devengo de la tasa, los sujetos pasivos que exploten 
máquinas con permisos de fecha anterior a aquella en la que se autorice la subida deberán autoliquidar e 
ingresar la diferencia de cuota que corresponda en la forma y plazos que determine la Consejería respon-
sable en materia de Hacienda.

4. Los tipos tributarios y las cuotas fijas establecidos en este artículo podrán ser modificados en las Leyes de 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma.

Artículo 50 Devengo 
1. La tasa se devengará, con carácter general, por la autorización y, en su defecto, por la organización o cele-

bración del juego en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
2. La tasa fiscal sobre el juego del bingo se devenga en el momento de suministrar los cartones al sujeto 

pasivo.
3. Cuando se trate de máquinas o aparatos automáticos aptos para la realización de juegos recreativos y de 

azar, la tasa será exigible por trimestres naturales, devengándose el primer día de cada trimestre natural.
El ingreso de la tasa se realizará entre los días 1 y 20 de los meses de marzo, junio, septiembre y diciem-

bre, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53 de la presente ley.
No se exigirá la tasa por las máquinas recreativas y de juego cuya autorización de explotación se encuen-

tre suspendida a la fecha del devengo.
En el primer período de actividad, el devengo coincidirá con la autorización y deberá abonarse en su 

entera cuantía trimestral el importe que fuere aplicable en ese momento. Los restantes trimestres se ingre-
sarán en la misma forma establecida en los párrafos anteriores. De igual manera tributarán las máquinas 
suspendidas cuando se proceda durante un trimestre al alta de la autorización de explotación.

Artículo 51 Gestión censal de la tasa 
1. La gestión de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar realizados a través de máquinas de tipo 

«B» o recreativas con premio y de tipo «C» o de azar se realizará a partir de los datos que figuren en el 
correspondiente registro de matrículas de autorizaciones de explotación de máquinas recreativas y de azar.

2. Tratándose de máquinas autorizadas en trimestres anteriores, la Administración Tributaria de la Comu-
nidad Autónoma practicará de oficio una liquidación por la cuota trimestral para cada autorización de 
explotación que esté vigente a la fecha del devengo en el registro de matrículas al que se refiere el apartado 
anterior.

Con carácter previo a la expedición de dichas liquidaciones y con efectos meramente informativos, el 
órgano gestor procederá a publicar, en el tablón de anuncios de los servicios Fiscales correspondientes a la 
provincia en que estuviere instalada la máquina a la fecha del devengo y en la sede electrónica de la Junta 
de Extremadura, los datos del registro de matrículas de autorizaciones de explotación de máquinas re-
creativas, habilitando un plazo de diez días naturales para la realización de alegaciones por los interesados.

3. Las liquidaciones a que se refiere el apartado anterior se notificarán colectivamente, conforme a lo previsto 
en el artículo 102.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre , General Tributaria, mediante su publicación 
en el tablón de anuncios de los servicios Fiscales correspondientes a la provincia en que estuviese instalada 
la máquina a la fecha del devengo y en la sede electrónica de la Junta de Extremadura. La Administración 
pondrá a disposición de los sujetos pasivos, en el primer mes del trimestre, los documentos en que se 
efectuará el ingreso de la cuota a que se refiere el artículo 53.2 de esta ley.

No obstante, si se producen modificaciones respecto al trimestre anterior en la titularidad de la auto-
rización de explotación o en los elementos determinantes de la deuda tributaria, la liquidación deberá 
notificarse individualmente con arreglo a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 52 de esta ley.

4. En caso de que se produzcan modificaciones en las autorizaciones de explotación acordadas por el órgano 
competente que tengan repercusión en la cuantía de la cuota tributaria y produzcan sus efectos con pos-
terioridad a la fecha de devengo, deberá expedirse nueva liquidación, que será notificada individualmente 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 52 Gestión y recaudación de tasas por máquinas de nueva autorización o restituidas 
1. Tratándose de máquinas recreativas de nueva autorización o que a la fecha del devengo se encontrasen 

en situación de baja temporal pretendiéndose darlas nuevamente de alta, los sujetos pasivos, con carácter 
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previo a la presentación de su solicitud ante el órgano competente, solicitarán a los servicios Fiscales de 
la Consejería competente en materia de hacienda de la misma provincia en la que se pretenda instalar la 
máquina la expedición de liquidación provisional de la cuota de la tasa. Esta se practicará por su cuantía 
trimestral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.3 de esta ley.

2. La liquidación a que se refiere el apartado anterior se notificará individualmente al sujeto pasivo. De for-
ma conjunta con esta notificación, la Administración entregará al sujeto pasivo los documentos de pago 
correspondientes a los trimestres vencidos, si procede, y a los del corriente y los demás pendientes.

3. El pago de los trimestres ya vencidos o corrientes deberá efectuarse con carácter previo a la autorización.

Artículo 53 Lugar, forma y plazo del ingreso 
1. El pago de la tasa fiscal se realizará en los servicios Fiscales de la Comunidad Autónoma de Extremadura, 

o en cualquier entidad colaboradora en la gestión recaudatoria.
2. En el caso de máquinas o aparatos automáticos aptos para la realización de juegos recreativos y de azar, el 

ingreso de las liquidaciones por la tasa fiscal se realizará entre los días 1 y 20 de los meses de marzo, junio, 
septiembre y diciembre, salvo en los supuestos previstos en el artículo 50.3 de la presente ley.
El incumplimiento de cualesquiera de dichos plazos determinará el inicio del período ejecutivo.

3. Ninguno de los pagos a que se refiere el apartado anterior podrá ser objeto de aplazamiento o fracciona-
miento. Tampoco cabrá fraccionamiento respecto del pago previo de los trimestres vencidos o corrientes 
a los que se refiere el artículo 52.3 de la presente ley.
Toda solicitud de aplazamiento o fraccionamiento relativa a dichas deudas no impedirá el inicio del pe-

ríodo ejecutivo y la exigencia de aquéllas por el procedimiento de apremio, con los recargos e intereses 
legalmente exigibles.

4. Los documentos de ingreso de las liquidaciones trimestrales serán expedidos por la Administración Tribu-
taria de la Comunidad Autónoma, que los pondrá a disposición del contribuyente, bien de forma física o 
a través de medios telemáticos.

5. La tarifa aplicable a los casinos de juego es anual, sin perjuicio de lo cual se aplicará trimestralmente a los 
ingresos acumulados desde el comienzo del año hasta el último día del trimestre de que se trate, aplicán-
dose a cada uno de los tramos de la base imponible el tipo correspondiente de la tarifa y deduciendo de 
la cuota resultante el importe de lo ingresado en los trimestres anteriores del mismo año. La acumulación 
terminará, en todo caso, a fin de cada año natural, cualquiera que sea la fecha de inicio de la actividad.

El ingreso de la tasa se efectuará dentro de los 20 primeros días de cada uno de los meses de abril, julio, 
octubre y enero.

6. En cuanto al pago de la tasa fiscal sobre el juego del bingo:
a. En el juego del bingo electrónico será mensual. El ingreso se efectuará dentro de los primeros 20 días 

del mes siguiente.
b. El pago de la tasa fiscal sobre el juego del bingo no electrónico se efectuará con carácter previo a la 

adquisición de los cartones.

Sección 2 
Tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias

Artículo 54 Base imponible 
1. Con carácter general, la base imponible estará constituida por el importe total de las cantidades que los 

jugadores dediquen a su participación en los juegos, sin perjuicio de lo establecido en los apartados si-
guientes:
a. En las rifas y tómbolas la base imponible vendrá constituida por el importe total de los boletos o 

billetes ofrecidos.
b. En las combinaciones aleatorias la base imponible vendrá constituida por el valor de los premios 

ofrecidos. A estos efectos se entenderá por valor de los premios el valor de mercado de los premios 
incluyendo asimismo la suma de todos los gastos necesarios para la puesta a disposición del premio.

c. En las apuestas que no sean de contrapartida y cruzadas la base imponible serán los ingresos brutos, 
definidos como el importe total de las cantidades que se dediquen a la participación en el juego, así 
como cualquier otro ingreso que se pueda obtener, directamente derivado de su organización o cele-
bración.
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d. En las apuestas de contrapartida y cruzadas la base imponible serán los ingresos netos, definidos como 
el importe total de las cantidades que se dediquen a la participación en el juego, así como cualquier 
otro ingreso que puedan obtener, directamente derivado de su organización o celebración, deducidos 
los premios satisfechos por el operador a los participantes. Cuando se trate de apuestas cruzadas o de 
juegos en los que los sujetos pasivos no obtengan como ingresos propios los importes jugados, sino 
que, simplemente, efectúen su traslado a los jugadores que los hubieran ganado, la base imponible se 
integrará por las comisiones, así como por cualesquiera cantidades por servicios relacionados con las 
actividades de juego, cualquiera que sea su denominación, pagadas por los jugadores al sujeto pasivo.

2. La base imponible se determinará en régimen de estimación directa u objetiva. En el primer caso la base se 
determinará por el sujeto pasivo mediante declaración-liquidación en la forma y casos determinados por 
la Consejería competente en materia de hacienda.

3. En los supuestos de participación a través de medios técnicos, telemáticos, interactivos o de comunicación 
a distancia cuando la base debiera determinarse en función de dicha participación, estos medios deberán 
contener el procedimiento o los elementos de control necesarios que garanticen su completa exactitud.

Artículo 55 Tipos tributarios 
1. Rifas y tómbolas: 

a. Las rifas y tómbolas tributarán, con carácter general, al 15 por 100. 
b. Las declaradas de utilidad pública o benéfica tributarán al 5 por 100.
c. En las tómbolas de duración inferior a quince días, organizadas con ocasión de mercados, ferias o fies-

tas de ámbito local y cuyos premios no excedan de un valor total de 60 euros, el sujeto pasivo podrá 
optar entre satisfacer la tasa con arreglo al tipo de la letra a) anterior, o bien, a razón de 6 euros por 
cada día de duración en poblaciones de más de 100.000 habitantes; de 3 euros por cada día en pobla-
ciones entre 20.000 y 100.000 habitantes, y de 1,50 euros por cada día de duración en poblaciones 
inferiores a 20.000 habitantes.

2. Apuestas: 
a. Que no sean de contrapartida o cruzadas: el 10 por 100 de la base definida en la letra c) del apartado 

1 del artículo 54 de esta ley.
b. Que sean de contrapartida o cruzadas: el 12 por 100 de la base definida en la letra d) del apartado 1 

del artículo 54 de esta ley.
3. Combinaciones aleatorias: 
El tipo tributario será del 10 por 100.

Artículo 56 Exenciones 
Quedan exentos del pago de la tasa los supuestos previstos en la normativa estatal y la celebración de rifas 
y tómbolas por entidades sin fines lucrativos cuando el valor de los premios ofrecidos no exceda de 3.000 
euros.

Artículo 57 Devengo 
1. En las rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias, la tasa se devengará al concederse la autorización nece-

saria para cada una de ellas. En defecto de autorización, la tasa se devengará cuando se celebren.
2. En las apuestas la tasa se devenga cuando se celebren u organicen.

Artículo 58 Pago 
1. El pago se efectuará mediante declaración-liquidación del sujeto pasivo en los términos y condiciones 

determinados por la Consejería competente en materia de hacienda.
2. La Consejería competente en materia de hacienda regulará los términos y características de los procedi-

mientos de pago y aprobará los modelos de autoliquidación para el ingreso de las tasas reguladas en esta 
sección.
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CAPÍTULO VI 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE DETERMINADOS MEDIOS DE TRANSPORTE

Artículo 59 Tipo impositivo aplicable a los epígrafes 2.º y 7.º, 3.º y 8, 4.º y 9.º y 5.º del artículo 70.1 de la Ley 
38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales 
1. El tipo impositivo aplicable a los medios de transporte de los epígrafes 2.º y 7.º del artículo 70.1 de la Ley 

38/1992, de 28 de diciembre, se fija en el 5,20 por 100.
2. El tipo impositivo aplicable a los medios de transporte de los epígrafes 3.º y 8.º del artículo 70.1 de la Ley 

38/1992, de 28 de diciembre, se fija en el 11 por 100.
3. El tipo impositivo aplicable a los medios de transporte de los epígrafes 4.º y 9.º del artículo 70.1 de la Ley 

38/1992, de 28 de diciembre, se fija en el 16 por 100.
4. El tipo impositivo aplicable a los medios de transporte del epígrafe 5.º del artículo 70.1 de la Ley 38/1992, 

de 28 de diciembre, se fija en el 13 por 100.

CAPÍTULO VII 
IMPUESTO SOBRE HIDROCARBUROS

Artículo 60 Tipos impositivos autonómicos del Impuesto sobre Hidrocarburos 
Los tipos impositivos autonómicos del Impuesto sobre Hidrocarburos serán los siguientes:
a) Productos comprendidos en los epígrafes 1.1, 1.2.1, 1.2.2, 1.3, 1.13 y 1.14 del artículo 50 de la Ley 

38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales: 48 euros por 1.000 litros.
b) Productos comprendidos en los epígrafes 1.4 y 1.15 del artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciem-

bre, de Impuestos Especiales: 0 euros por 1.000 litros.
c) Productos comprendidos en el epígrafe 1.5 del artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de 

Impuestos Especiales: 2 euros por tonelada.
d) Productos comprendidos en el epígrafe 1.11 del artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de 

Impuestos Especiales: 48 euros por 1.000 litros.

Artículo 61 Tipo de devolución del gasóleo de uso profesional del Impuesto sobre Hidrocarburos.
El tipo autonómico de devolución del gasóleo de uso profesional del Impuesto sobre Hidrocarburos, al que 
se refiere el apartado 6 del artículo 52 bis de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, 
será de 38,4 euros por 1.000 litros.

CAPÍTULO VIII 
DISPOSICIONES COMUNES APLICABLES A LOS TRIBUTOS CEDIDOS 

Sección 1  
Normas comunes

Artículo 62 Requisitos para la acreditación de la presentación y el pago 

A los efectos señalados en los artículos 55.3 y 61.3 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regu-
la el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía así como en los artículos 254 y 256 de la Ley Hipotecaria, la acreditación, en el ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, del pago de las deudas tributarias y de la presentación de las 
declaraciones tributarias y de los documentos que contengan actos o contratos sujetos al Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados o al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 
cuyos rendimientos estén atribuidos a esta Comunidad Autónoma conforme a lo dispuesto en los artículos 
32 y 33 de la citada Ley 22/2009, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Au-
tónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, se ajustará a los siguientes requisitos:
1.º El pago de las deudas tributarias correspondientes a los citados tributos cedidos cuya recaudación esté 

atribuida a la Comunidad Autónoma de Extremadura se considerará válido y tendrá efectos liberatorios 
únicamente en los supuestos en que dichos pagos se hayan efectuado a su favor en cuentas autorizadas o 
restringidas de titularidad de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura, y utili-
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zando a tal efecto los modelos de declaración aprobados por Orden del Consejero competente en materia 
de Hacienda.

2.º Los pagos realizados a órganos de recaudación ajenos a la Comunidad Autónoma de Extremadura sin 
concierto o convenio al efecto con ésta, y por tanto incompetentes, o a personas no autorizadas para ello, 
no liberarán al deudor de su obligación de pago, ni liberarán a las autoridades y funcionarios de las res-
ponsabilidades que se deriven de la admisión de documentos presentados a fin distinto de su liquidación 
sin la acreditación del pago de la deuda tributaria o la presentación de la declaración tributaria en oficinas 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

3.º Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 91.4 del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Do-
naciones, la presentación y, en su caso, el pago del impuesto se entenderán acreditados cuando el docu-
mento presentado lleve incorporada la nota justificativa del mismo y se presente acompañado, como carta 
de pago, del correspondiente ejemplar de la autoliquidación, y ambos debidamente sellados por oficina 
tributaria de la Comunidad Autónoma de Extremadura, con los requisitos señalados en el punto 1.º) an-
terior, y conste en ellos el pago del tributo o la declaración de no sujeción o del beneficio fiscal aplicable.

4.º En el supuesto de declaraciones tributarias cuyo pago y, en su caso, presentación se haya efectuado por 
medios telemáticos habilitados por la Comunidad Autónoma de Extremadura, la acreditación de la pre-
sentación y pago se considerará efectuada por la mera aportación del correspondiente modelo de pago 
telemático aprobado por Orden del Consejero competente en materia de hacienda.

Artículo 63 Suministro de información por las entidades que realicen subastas de bienes muebles 
1. Las entidades que realicen subastas de bienes muebles deberán remitir a la Dirección General competente 

en la aplicación de los tributos, en la primera quincena de cada semestre, una declaración comprensiva de 
la relación de las transmisiones de bienes en que hayan intervenido y que hayan sido efectuadas durante 
el semestre anterior. Esta relación deberá comprender los datos de identificación del transmitente y el ad-
quirente, la fecha de la transmisión, una descripción del bien subastado y el precio final de adjudicación.

2. Mediante Orden de la Consejería competente en materia de hacienda podrá establecerse el formato, con-
diciones, diseño y demás extremos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones formales a que se 
refiere el apartado anterior, que podrá consistir en soporte directamente legible por ordenador o mediante 
transmisión por vía telemática.

Artículo 64 Normas procedimentales relativas a la aplicación de beneficios fiscales en los impuestos cedidos 
1. Cuando la definitiva efectividad de un beneficio fiscal dependa del cumplimiento por el contribuyente 

de cualquier requisito en un momento posterior al de devengo del impuesto, la opción por la aplicación 
de tal beneficio deberá hacerse expresamente en el periodo reglamentario de presentación de la autoliqui-
dación o declaración. La omisión de esa opción sólo podrá subsanarse si el documento que la recoge se 
presenta antes de que finalice el citado periodo.

La falta de la opción se entenderá como una renuncia a la aplicación del beneficio por no cumplir el obli-
gado tributario la totalidad de requisitos establecidos o no asumir los compromisos a su cargo. También 
se considerará renuncia la no aplicación del beneficio en la autoliquidación cuando se ha solicitado en el 
documento que la acompaña.

2. Si tras aplicarse o serle aplicado el correspondiente beneficio fiscal sobreviene el incumplimiento del re-
quisito a que se refiere el apartado anterior, el interesado deberá pagar la parte del impuesto que, en su 
caso, se hubiera dejado de ingresar y los intereses de demora a los que se refiere el artículo 26.6 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

A estos efectos, por lo que se refiere a los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisio-
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, el obligado tributario deberá presentar autoliquida-
ción o declaración, tal y como procedió inicialmente, y ante la misma oficina gestora, dentro del plazo de 
un mes desde la fecha en que se produzca el incumplimiento.

Artículo 65 Plazo de presentación de las declaraciones o autoliquidaciones en el Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones y en el Impuesto sobre transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 
1. El plazo de presentación de las declaraciones o autoliquidaciones derivadas de los hechos imponibles suje-

tos al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en las adquisiciones mortis causa, será de seis meses, y en 
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las adquisiciones por donación o título equiparable, de un mes. En ambos casos, el plazo se contará desde 
la fecha de la sucesión o del contrato.

2. El plazo de presentación de las autoliquidaciones derivadas de los hechos imponibles sujetos al Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, junto con el documento o la decla-
ración escrita sustitutiva del documento, será de un mes a contar desde la fecha en que se cause el acto o 
contrato.

3. Cuando el último día del plazo de presentación coincidiese con sábado, domingo o festivo, se entenderá 
prorrogado al primer día hábil siguiente.

4. El Consejo de Gobierno, mediante decreto, podrá modificar los plazos de presentación establecidos en los 
apartados 1 y 2.

Artículo 66 Propuestas de liquidación con acuerdo 
1. En los procedimientos de comprobación limitada, cuando para la elaboración de la propuesta de regulari-

zación sea preciso realizar valoraciones relevantes para la obligación tributaria que no puedan determinar-
se o cuantificarse de manera cierta, la Administración tributaria, con carácter previo a la liquidación de la 
deuda tributaria, podrá concretar dicha valoración mediante un acuerdo con el obligado tributario en los 
términos previstos en este artículo.

2. La propuesta de liquidación con acuerdo, además de los requisitos exigidos por el ordenamiento adminis-
trativo y tributario para las comunicaciones dirigidas a los obligados tributarios, deberá incluir necesaria-
mente los siguientes contenidos:

a) El fundamento de la valoración realizada.
b) Los hechos, fundamentos jurídicos y cuantificación de la propuesta de regularización.
c) Manifestación expresa de la conformidad del obligado tributario con la totalidad de los contenidos ante-

riores.
3. Para la suscripción de la propuesta de liquidación con acuerdo, será necesaria la autorización expresa del 

órgano competente para liquidar, que podrá ser previa o simultánea a la suscripción de la propuesta de 
liquidación con acuerdo.

4. El acuerdo se perfeccionará mediante la suscripción de la propuesta de liquidación por el obligado tribu-
tario o su representante y el órgano competente para efectuar la valoración.

5. El contenido de la propuesta de liquidación con acuerdo se entenderá íntegramente aceptado por el obli-
gado tributario y la Administración tributaria. La liquidación derivada del acuerdo solo podrá ser objeto 
de impugnación o revisión en vía administrativa por el procedimiento de declaración de nulidad de pleno 
derecho previsto en el artículo 217 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin per-
juicio del recurso que pudiera proceder en vía contencioso-administrativa por la existencia de vicios en el 
consentimiento.

6. La falta de suscripción de una propuesta de liquidación con acuerdo no podrá ser motivo de recurso o 
reclamación contra las liquidaciones derivadas del procedimiento.

Artículo 67 Tramitación de las propuestas de liquidación con acuerdo 
1. Cuando de los datos y antecedentes obtenidos en las actuaciones de comprobación limitada, la unidad ges-

tora entienda que pudiera proceder la conclusión de un acuerdo por concurrir el supuesto señalado en el 
artículo anterior, lo pondrá en conocimiento del obligado tributario. Tras esta comunicación, el obligado 
tributario podrá formular una propuesta con el fin de alcanzar un acuerdo.

2. Una vez desarrolladas las oportunas actuaciones para fijar los posibles términos del acuerdo, la unidad 
gestora solicitará la correspondiente autorización para la suscripción de la propuesta de liquidación con 
acuerdo del órgano competente para liquidar.

3. Una vez firmado el acuerdo, se entenderá dictada y notificada la liquidación de acuerdo con la propuesta 
formulada si, transcurrido el plazo de 10 días contados a partir del día siguiente al de la fecha del acuerdo, 
no se ha notificado al obligado tributario una liquidación del órgano competente para rectificar, en su 
caso, los errores materiales que pudiera contener el acuerdo.

Artículo 68 Notificaciones tributarias en el régimen del sistema de dirección electrónica 
1. La Administración tributaria de la Comunidad Autónoma de Extremadura podrá acordar la asignación de 

una dirección electrónica a los obligados tributarios que no sean personas físicas.
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Asimismo, se podrá acordar la asignación de una dirección electrónica a las personas físicas que pertenez-
can a los colectivos que, por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u otros 
motivos acreditados, tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos precisos.

2. La dirección electrónica asignada deberá reunir los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico 
para la práctica de notificaciones administrativas electrónicas con plena validez y eficacia, resultando de 
aplicación lo dispuesto en los apartados segundo y tercero del artículo 28 de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

3. La práctica de notificaciones en la dirección electrónica no impedirá que la Administración tributaria de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura posibilite que los interesados puedan acceder electrónicamente al 
contenido de las actuaciones administrativas en la sede electrónica correspondiente con los efectos propios 
de la notificación por comparecencia.

4. Transcurrido un mes desde la publicación oficial del acuerdo de asignación, y previa comunicación de éste 
al obligado tributario, la Administración tributaria de la Comunidad Autónoma de Extremadura practi-
cará, con carácter general, las notificaciones en la dirección electrónica asignada.

5. La Administración tributaria de la Comunidad Autónoma de Extremadura podrá utilizar la dirección 
electrónica previamente asignada por otra Administración tributaria, siempre que medie el correspon-
diente convenio de colaboración, que será objeto de publicidad oficial y comunicación previa al interesa-
do en los términos del apartado anterior.
Asimismo, los obligados a recibir las notificaciones electrónicas podrán comunicar que también se con-

sidere como dirección electrónica cualquier otra que haya sido habilitada por otra Administración tribu-
taria para recibir notificaciones administrativas electrónicas con plena validez y eficacia.

6. Fuera de los supuestos contemplados en este artículo, para que la notificación se practique utilizando al-
gún medio electrónico, se requerirá que el interesado haya señalado dicho medio como preferente o haya 
consentido su utilización.

7. El régimen de asignación de la dirección electrónica en el ámbito de la Administración tributaria de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura se regulará mediante Orden del Consejero competente en ma-
teria de hacienda.

Artículo 69 Obligaciones formales de los Notarios y de los Registradores de la Propiedad y Mercantiles 
1. Los Notarios con destino en la Comunidad Autónoma de Extremadura y con el fin de facilitar el cum-

plimiento de las obligaciones tributarias de los contribuyentes y facilitar el acceso telemático de los docu-
mentos a los registros públicos, remitirán con la colaboración del Consejo General del Notariado por vía 
telemática a la Dirección General competente en la aplicación de los tributos de la Consejería competente 
en materia de Hacienda, una declaración informativa notarial de los elementos básicos de las escrituras 
por ellos autorizadas así como la copia electrónica de las mismas de conformidad con lo dispuesto en la 
legislación notarial, de los hechos imponibles que determine la citada Consejería, la cual, además, estable-
cerá los procedimientos, estructura y plazos en los que deben remitir la información.

2. Los Registradores de la Propiedad y Mercantiles con destino en la Comunidad Autónoma de Extremadura 
remitirán trimestralmente a la Dirección General competente en la aplicación de los tributos la relación 
de los documentos que contengan actos o contratos sujetos al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones o 
al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados que se presenten a ins-
cripción en sus Registros cuando el pago de dichos tributos o la presentación de la declaración tributaria 
se haya realizado en otra Comunidad Autónoma, en la forma y condiciones que determine la Consejería 
competente en materia de Hacienda.

Sección 2 
Comprobación de valores

Artículo 70 Comprobación de Valores. Norma general 
Para efectuar la comprobación de valores a efectos de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, la Administración autonómica podrá utilizar, 
indistintamente, cualquiera de los medios previstos en el artículo 57 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, o los específicos que puedan establecerse en la normativa propia de dichos tributos.
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Artículo 71 Valores publicados por la Administración Autonómica en aplicación del medio de comprobación regu-
lado en el artículo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria 
1. A los efectos de los Impuestos sobre sucesiones y donaciones y sobre transmisiones patrimoniales y ac-

tos jurídicos documentados, y de acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 134 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la Consejería competente en materia de Hacienda 
podrá publicar los coeficientes multiplicadores en aplicación del medio de comprobación regulado en el 
artículo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, así como proceder a su actua-
lización y modificación. Cuando el obligado tributario hubiere declarado utilizando los valores publicados 
estará excluida la actividad de comprobación.

2. De conformidad con el citado artículo 134.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
a los efectos de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, cuando la Administración Tributaria utilice el medio referido en el artículo 
57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, podrá comprobar, conforme a los 
valores publicados a que se refiere el punto 1 anterior, los valores declarados por los contribuyentes.

3. En lo que respecta a los inmuebles de naturaleza urbana, con exclusión de los solares, su valor real se esti-
mará aplicando sobre el valor catastral correspondiente al ejercicio en que se produzca el hecho imponible 
el coeficiente multiplicador que se determine en la normativa publicada por la Consejería competente en 
materia de Hacienda.
La aplicación de los coeficientes multiplicadores del valor catastral se realizará de forma automática por 

las Oficinas Gestoras cuando realicen actuaciones de comprobación en los Impuestos sobre Sucesiones y 
Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Artículo 72 Valores publicados por la Administración Autonómica en aplicación del medio de comprobación regu-
lado en el artículo 57.1.c) de la Ley General Tributaria 
1. A los efectos de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y 

Actos Jurídicos Documentados, y de acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 134 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la Consejería competente en materia de Hacienda 
podrá publicar los precios medios en el mercado de todas o algunas clases de bienes y demás elementos 
determinantes de la obligación tributaria, así como proceder a su actualización y modificación. La publi-
cación de los precios medios en el mercado contendrá la metodología seguida para su obtención.

2. Cuando la Administración Autonómica utilice el medio de comprobación previsto en el artículo 57.1.c) 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, a los efectos de los Impuestos sobre Sucesiones 
y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, el valor real de los 
bienes inmuebles se obtendrá multiplicando el valor unitario a que se refiere el número 1 anterior por la 
superficie del inmueble. La aplicación de los precios medios en el mercado se realizará de forma automá-
tica por las Oficinas gestoras cuando realicen actuaciones de comprobación.

3. A los efectos de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Ac-
tos Jurídicos Documentados, y de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 134 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, si los contribuyentes declarasen ajustándose a los 
precios medios en el mercado publicados por la Administración Autonómica, se excluirá la actividad de 
comprobación de los valores declarados.

Artículo 73 Valoración de inmuebles situados en otras Comunidades Autónomas 
La Comunidad Autónoma de Extremadura reconoce eficacia jurídica a los valores establecidos por otra Co-
munidad Autónoma para los bienes inmuebles situados en su territorio, en virtud de alguno de los medios de 
valoración incluidos en el artículo 57.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y podrá 
aplicar dichos valores a los efectos de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Artículo 74 Tramitación de la tasación pericial contradictoria 
1. El procedimiento de tasación pericial contradictoria se regirá por lo aquí establecido y, en lo no previsto, 

por las disposiciones relativas a dicho procedimiento contenidas en el artículo 135 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, en los artículos 161 y 162 del Real Decreto 1065/2007, de 27 
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de julio, por el que se aprueba el Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión 
e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los 
tributos y demás disposiciones reguladoras de los impuestos que resulten de aplicación.

2. Cuando proceda la intervención de un tercer perito, previos los tramites legalmente establecidos para su 
designación, la Administración le entregará la relación de bienes y derechos que se han de valorar y las 
copias de las hojas de aprecio, tanto de la valoración realizada por la Administración, como de la efectuada 
por el perito designado por el obligado tributario, para que, en el plazo de un mes, contado a partir del día 
siguiente a la entrega, realice su dictamen debidamente motivado, referido a la fecha de devengo del hecho 
imponible. En el caso de que el órgano competente de la Administración observe que el informe adolece 
de algún defecto o vicio, deberá remitirlo de nuevo al perito tercero para que, en un plazo de quince días, 
lo subsane. Si este no realiza la valoración en el plazo establecido o, en su caso, procede a su subsanación, 
la Administración dejará sin efecto su designación, sin devengo de honorario alguno.
El incumplimiento de lo indicado dará lugar a la exclusión como perito tercero en el ejercicio corriente 

y en los dos posteriores.
3. El perito tercero deberá abstenerse de intervenir en aquellos procedimientos donde se produzca alguno de 

los motivos regulados en el artículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, procediéndose a la designa-
ción de un nuevo perito tercero conforme al orden correlativo que proceda en la lista de profesionales. El 
incumplimiento de este precepto implicará la nulidad absoluta de la actuación y la exclusión como perito 
tercero en el ejercicio corriente y en los dos posteriores.

4. La valoración realizada por el perito tercero, que deberá reunir los requisitos indicados, servirá de base 
a la liquidación administrativa que proceda, con los límites del valor declarado y el valor comprobado 
inicialmente por la Administración.

5. El órgano competente comunicará dicha valoración al interesado, con cuya notificación se dará por fina-
lizado el procedimiento. En el caso en que se confirme la liquidación de la Administración, se levantará 
la suspensión y se dará un nuevo plazo de ingreso, girándose los intereses de demora correspondientes al 
periodo de la suspensión. Cuando deba efectuarse una nueva liquidación, se girará ésta con los intereses 
de demora que correspondan.

Artículo 75 Efectos de la inactividad y renuncia en la tasación pericial contradictoria 
1. La falta de presentación de la tasación del perito designado por el obligado tributario en el plazo de un 

mes producirá la finalización por desistimiento del procedimiento de tasación pericial contradictoria y se 
procederá, en consecuencia, a comunicar el cese de la suspensión de la ejecución de la liquidación, con-
cediendo un nuevo plazo de ingreso y girando liquidación por los intereses de demora devengados por el 
tiempo transcurrido durante la suspensión.

2. La renuncia del perito tercero o la falta de presentación en el plazo de un mes del resultado de su tasa-
ción dejarán sin efecto su nombramiento e impedirá su designación en el ejercicio corriente y en los dos 
posteriores. En ambos casos, se procederá a la designación de un nuevo perito tercero conforme al orden 
correlativo que proceda en la lista de profesionales.

Artículo 76 Información sobre valores 
La Consejería competente en materia de hacienda, a efectos de determinar las bases imponibles de los Im-
puestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales

y Actos Jurídicos Documentados, informará, a solicitud del interesado, sobre el valor fiscal de los bienes 
inmuebles radicados en el territorio de la Comunidad de Extremadura, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 90 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

La solicitud de información deberá formularse por escrito en el que deberán describirse de manera detalla-
da el bien y sus características, así como la estimación de su valor.

Artículo 77 Acuerdos de valoración previa vinculante 
1. Los contribuyentes podrán solicitar a la Administración de la Comunidad que determine, con carácter 

previo y vinculante, la valoración de rentas, productos, bienes y gastos determinantes de la deuda tributa-
ria, a efectos del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
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niales y Actos Jurídicos Documentados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 91 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria y en este artículo.

2. Las solicitudes de los acuerdos de valoración previa vinculante, deberán presentarse acompañadas de una 
propuesta de valoración motivada, en la cual deberán describirse de manera detallada el bien y sus carac-
terísticas. En el caso de bienes inmuebles esta propuesta de valoración deberá estar firmada por un técnico 
con la titulación adecuada para realizar dicha valoración.

3. La Administración podrá requerir a los contribuyentes que soliciten los acuerdos de valoración previa, los 
documentos y los datos que considere pertinentes a los efectos de la identificación y la valoración correcta 
de los bienes.

4. La administración deberá dictar el acuerdo de valoración en el plazo máximo de cuatro meses desde su 
solicitud.

5. El acuerdo de valoración tiene un plazo máximo de vigencia de doce meses desde la fecha en que se dicta.
6. En el supuesto de realización del hecho imponible con anterioridad a la finalización del plazo de cuatro 

meses mencionado en el apartado 4 de este artículo sin que la administración tributaria haya dictado el 
acuerdo de valoración, se considerará que se ha producido el desistimiento de la solicitud de valoración 
previa.

DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera Habilitación al Consejo de Gobierno 
Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y eje-
cución de la presente ley.

Disposición final segunda Habilitaciones al titular de la Consejería competente en materia de hacienda en relación 
con los tributos cedidos 
Se autoriza al titular de la consejería competente en materia de hacienda para que, mediante orden, regule las 
siguientes cuestiones relativas a la gestión de los tributos cedidos:
1.º La autorización para la presentación telemática de las declaraciones o autoliquidaciones de aquellos 

tributos que resulten susceptibles de tales formas de presentación.
2.º Las características de los justificantes de recepción por la administración de las copias electrónicas de las 

escrituras públicas y de los justificantes de pago de las autoliquidaciones.
3.º El desarrollo de los instrumentos jurídicos y tecnológicos necesarios en el ámbito de su competencia 

para facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los contribuyentes mediante la presen-
tación telemática de las escrituras públicas.

4.º Las normas de procedimiento necesarias para el suministro de información del valor de los bienes a que 
se refiere el artículo 76 de esta ley.

5.º Las características, formato, condiciones y demás extremos a que debe ajustarse la información que 
deben remitir los registradores de la propiedad y mercantiles de acuerdo con el artículo 69.2 de esta ley, 
así como las características de los soportes informáticos que recojan esta información o de la transmisión 
por vía telemática.

6.º Las características, formato, condiciones y demás extremos a que debe ajustarse la información que 
deben remitir las entidades que realicen subastas de bienes muebles en Extremadura de acuerdo con el 
artículo 63 de esta ley, así como las características de los soportes informáticos que recojan esta informa-
ción o de la transmisión por vía telemática.

7.º La aprobación de los modelos de declaración y autoliquidación de los impuestos sobre Sucesiones y 
Donaciones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y de la Tasa Fiscal sobre el 
Juego, así como las normas precisas para la gestión y liquidación.

8.º La determinación de la remuneración máxima que han de percibir los peritos terceros que intervengan 
en procedimientos de tasación pericial contradictoria.

9.º La determinación de los supuestos y condiciones en que los obligados tributarios deberán presentar por 
medios telemáticos sus declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones, solicitudes y cualquier otro 
documento con trascendencia tributaria.

10.º La distribución de las competencias y funciones entre los órganos de la Administración Tributaria de 
Extremadura en lo que respecta a los tributos cedidos.
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Disposición final tercera Justificantes de presentación y pago telemático 
La Consejería competente en materia de hacienda habilitará un sistema de confirmación permanente e 
inmediata que posibilite a las oficinas y registros públicos, juzgados y tribunales verificar la concordancia 
del justificante de presentación o pago telemático con los datos que constan en la administración tributaria.

Disposición final cuarta Remisión telemática de datos de escrituras públicas 
La Consejería competente en materia de hacienda determinará, respecto al documento informativo que de-
ben remitir los notarios, de acuerdo con lo previsto en el artículo 69, los hechos imponibles respecto de los 
cuales debe remitirse, los procedimientos, plazos en los que debe ser remitida esta información y estructura 
del documento, dentro de los límites establecidos en el apartado 4 del artículo 93 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria.

Disposición final quinta Remisión de información por los notarios 
Corresponde a la Consejería competente en materia de Hacienda establecer mediante orden las condiciones 
y diseño de la remisión de la información a la que están obligados los Notarios, que podrá presentarse en 
soporte directamente legible por el ordenador o mediante transmisión por vía telemática. Además, podrá 
establecer las circunstancias y plazos en que dicha presentación sea obligatoria.

Las obligaciones de los notarios de proporcionar la información está prevista en el artículo 32.3 de la Ley 
29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y en el artículo 52 del Texto 
Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

Disposición final sexta Habilitación de las Leyes de Presupuestos 
Las leyes anuales de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma podrán modificar los elementos 
esenciales de los tributos cedidos con el alcance y las limitaciones que establezca la Ley Orgánica de Finan-
ciación de las Comunidades Autónomas y las Leyes de Cesión de Tributos que afecten a Extremadura.
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